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RESUMEN  

 

El presente análisis de la causa No. 02332-2017-00421 del  delito violencia psicológica en 

contra de la mujer y miembros del núcleo familia en el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar, 

sujetos procesales determinados en el proceso la victima señora Rebeca Patricia Arboleda Mora , 

el procesado señor Tonny Joselito Villagómez García y Fiscalía General de Estado, este delito está 

tipificado y sancionado en el ordenamiento jurídico ecuatoriano y en el Código Orgánico Integral 

Penal  (antes de las reformas R.O. 175S, 05 II 2018.) en el art 127 numeral 1 manifiesta si la 

persona provoca daño leve, será sancionado con pena privativa de libertad de treinta a sesenta días. 

El proceso inicia con la presentación de la denuncia el día 15 de noviembre del 2015, que 

se suscita en las calles Guayas y Juan Pio de Mora del Cantón San Miguel Provincia de Bolívar, 

luego que la víctima se habría encontrado en su negocio, el señor Tonny Joselito Villagómez 

García, procede a agredir verbalmente a la ofendida, con fecha 3 de diciembre  la primera fase del 

proceso penal lo realiza el fiscal como titular de la acción penal pública, tomando en cuenta los 

hechos presumibles constitutivos de delito, el fiscal solicita medidas de protección las pericias de 

reconocimiento de lugar en los hechos informe del entorno social y la importante valoración 

psicológica  

Luego de la petición del fiscal señala para el día 22 de mayo del 2017 la audiencia de 

formulación de cargos, el fiscal enuncia cargos por el delito de violencia psicológica al señor 

Tonny Joselito Villagómez García responsable del hecho.  

Se convocó para el día 25 de septiembre de 2017 a fin de que tenga lugar la audiencia de 

evaluación y preparatoria de juicio, dictándose auto de llamamiento a juicio en contra del 

procesado antes nombrado por ser el presunto autor del delito de violencia psicológica contra la 

mujer o miembros del núcleo familiar, conducta tipificada en el Art. 157.1 del COIP. 

El Tribunal señala AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO, para el día 26 de marzo del 2020 en la que 

se decidirá la situación jurídica del procesado, cabe mencionar que se convocan  once veces 

audiencia de  juzgamiento con fecha 23 de febrero del 2022, fecha que se reinstala la audiencia y 

se resuelve, el tribunal declara al procesado responsable del delito de Violencia Psicológica contra 
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la Mujer o miembros del núcleo familiar y se le impone una pena privativa de libertad de 30 días 

de prisión y multa de un salario básico unificado del trabajador en general; como reparación 

integral se fija como monto indemnizatorio el valor de doscientos dólares para la víctima.  

El procesado Tonny Villagómez, interpone recurso de apelación sobre la sentencia y el Tribunal 

de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar, resuelven en fecha 19 de abril del ratificar 

íntegramente la sentencia. 

El procesado interpone recurso de casación sobre la sentencia expedida por la Sala de la Corte 

Provincial de Justicia de Bolívar; este tribunal declara extinguida la acción penal, por haber 

operado la prescripción de la misma y se ordena el archivo de la causa. 

En el presente análisis de la causa es importante mencionar que para la investigación hemos 

establecido el método descriptivo porque permite examinar, el caso detalladamente determinamos 

la realidad presente en cuanto a los hechos, nos hemos apoyado para la fundamentación del estudio 

con el método Bibliográfico. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS  

 

Jurisdicción: La jurisdicción es la función y el poder que tienen los jueces de resolver los 

conflictos que llegan a juicio dentro de sus competencias. (Trujillo, 2021) 

Animadversión: Situación de enemistad o enfrentamiento entre dos o más personas. 

(dicionarios.com, 2016) 

Dilaciones: Período de tiempo concedido a las partes para que puedan practicar un acto 

procesal; atendiendo a su origen, las dilaciones pueden ser legales, judiciales o convencionales. 

(juridico, 2022) 

Incongruencias; Infracción procesal en que incurre una sentencia o cualquier resolución 

judicial cuando no existe adecuación, correlación y armonía entre las peticiones de tutela realizadas 

por las partes y lo decidido en el fallo por conceder este más, menos, o cosa distinta de lo pedido. 

(juridico, 2022) 

Retorica: Conjunto de reglas o principios que se refieren al arte de hablar o escribir de 

forma elegante y con corrección con el fin de deleitar, conmover o persuadir. (Lengua-y-

Literatura_3BGU_La-retórica-y-la-oratoria, 2020 ) 

Acción penal La acción penal es el instrumento en derecho que debe ejercitarse para iniciar 

un proceso judicial en la jurisdicción penal (Economipedia, 2013). 

Prescripción: Un modo de adquirir el dominio de una cosa o de liberarse de una carga u 

obligación mediante el transcurso el tiempo y bajo las condiciones señaladas por la ley. (Valdivieso 

& Castillo Jaya, 2013) 

https://economipedia.com/definiciones/proceso-judicial.html
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Imprescriptibilidad: es una figura jurídica que aparece a mediados del siglo XX, por la 

preocupación de la comunidad internacional respecto a la impunidad en la que podrían quedar los 

crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad ocurridos en el marco de la segunda guerra 

mundial. (Humanos, 2023)  

Violencia intrafamiliar La familia es la agrupación social más importante de los seres 

humanos. Se trata de una forma de organización que se basa en la consanguinidad (como la 

filiación entre padres e hijos) y en el establecimiento de vínculos reconocidos social y legalmente 

(el matrimonio). Los integrantes de una familia suelen vivir en un mismo hogar y compartir la vida 

cotidiana. (Pérez Porto, 2010) 

Violencia psicológica violencia psicológica, un tipo de violencia que puede consistir en 

humillaciones, insultos, aislamientos, amenazas de abandono, encierros en lugares inapropiados, 

celos y control excesivo, entre otros. (abogados, 2017) 

Temporalidad de la ley: al hablar del ámbito temporal de validez de una norma jurídica, se 

refiere al espacio de tiempo comprendido entre límites determinados en que esa norma subsiste o 

debe valer legalmente. Así, se tiene que su ámbito temporal de validez será aquél en que la norma 

jurídica se considera vigente. (Rivera, 2014) 

Celeridad procesal: La celeridad procesal como norma constitucional es un principio que 

debe ser aplicada por los órganos jurisdiccionales, a fin de que todas las diligencias que deben 

evacuarse en una contienda judicial sean rápidas y eficaces. (Castillo Z. V., scielo, 2019) 

Sentenciado: Persona sobre la que ha recaído un fallo o una resolución judicial que, según 

el caso, da solución al juicio o proceso penal. (dicionarios.com, 2016). 

https://definicion.de/familia/
https://definicion.de/ser-humano
https://definicion.de/ser-humano
https://definicion.de/matrimonio/
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INTRODUCCIÓN 

 

En el presente análisis de la causa No. 02332-2017-00421, por el delito de violencia 

psicológica en el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar, el cual se encuentra tipificado y 

sancionado en el art. 157 del Código Orgánico Integral Penal partiendo de esta figura jurídica es 

necesario analizar lo descrito por el Código Orgánico de la Función Judicial en relación con los 

principios de celeridad, responsabilidad y obligatoriedad de administración de justicia, estos 

preceptos tiene como objetivo primordial que los procesos judiciales se desarrollen con normalidad 

procurando no imponer la práctica de actos innecesarios que retrasen el debido proceso penal, 

evitando la prescripción de las causas por falta de agilidad ineficacia y desconocimiento de la 

norma por parte de los operadores de justicia que vulneran los derechos de las víctimas. 

Los capítulos que constan en el presente trabajo identifico los siguientes: Capítulo uno 

planteamiento del caso de investigación, donde conseguimos identificar el problema de estudio, el 

cual nos permitirá desarrollar el análisis de la presente investigación, asimismo los objetivos 

planteados generales como específicos contribuirán a la obtención de los resultados del estudio. 

Capítulo dos, se realizó la contextualización del caso objeto de estudio, donde describimos 

el hecho fáctico y el desarrollo del debido proceso penal, la fundamentación teórica, consideró 

como base legal lo determinado en la Constitución, el Código Orgánico Integral Penal y el Código 

Orgánico de la Función Judicial entre otras normas, la doctrina y la jurisprudencia están 

relacionados la prescripción de la acción penal en los delitos de violencia psicológica que será él 

soporté bibliográfico que pretende la investigación, Consta en el mismo capítulo dos, las preguntas 

de investigación, las cuales serán solventadas una vez concluido el análisis. 

Capítulo tres describe el trabajo de investigación y se puntualizó cuáles los métodos 

investigativos utilizados para el desarrollo del presente análisis de caso, se detalla la confrontación 

de resultados teóricos, en donde se dará respuesta a las interrogantes planteadas en la investigación 

y se llega a las conclusiones del proceso investigativo analizado.  
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CAPÍTULO I 

  

1.- PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO 

Presentación del caso. 

El presente análisis de caso trata sobre el delito de violencia psicológica en contra de la 

mujer y miembros del núcleo familiar el cual se dio a conocer mediante denuncia de fecha 15 de 

noviembre del 2015; dentro de la parte pertinente se sostiene que:  

El día 15 de noviembre del 2015, a las 10H00 aproximadamente, concretamente en las 

calles Guayas y Juan Pio de Mora del cantón San Miguel provincia de Bolívar, luego que la víctima 

se habría encontrado en su negocio, el señor Tonny Joselito Villagómez García, procede a agredir 

verbal y físicamente a la ofendida, mientras que le habría propinado, golpes de puño y proferido 

varios insultos “eres una hija de puta, eres una zorra, porque le has dado padrastro a mi hijo, ese 

chapa verga ya verás cómo yo lo hago dar la baja a ese hijo de puta” entre otros términos, 

peyorativos.  

El 03 de diciembre del 2015 da inicio a la investigación previa, que consta en foja 5; el 

agente fiscal dispone las siguientes diligencias: reconocimiento del lugar de los hechos, a través 

de Cbop. Jammes Tandazo Peña agente de la Policía Nacional, el agente fiscal solicita que se 

rindan las versiones de la señora Rebeca Patricia Arboleda Mora, Dubal Ramos y Tonny Joselito 

Villagomez Mora, se practique la valoración Psicológica, informe de entorno social y se dicte 

medidas de protección necesaria para la víctima. 

 Con fecha 03 diciembre del 2015, con ofició No 13007- 2015-FGE-FPB-FCSM, al Abg.  

Segundo Guzmán Rochina fiscal del Servicio de Atención Integral de Bolívar SAID, que se 

nombre un psicólogo clínico de Fiscalía a fin que se practique la valoración Psicológica  

Informe del entorno social de la víctima,  

Consta en de fojas 33 a 37, la diligencia se realiza el día miércoles 15 de diciembre del 

2015;  el perito Lic. Mónica Culqui; menciona  que durante la entrevista realizada , y gracias a la 
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aplicación del método de observación  se pudo determinar, que la señora Rebeca Patricia Arboleda 

Mora, se encuentra residiendo en un departamento propio, junto con su esposo y sus dos hijos, 

además el padre biológico del niño  Carlos, el señor Villagómez no mantiene ningún tipo de 

comunicación con el menor, siendo la señora Patricia junto con su esposo los responsables del 

cuidado y protección de sus hijos, finalmente se observó una buena relación afectiva entre Carlos 

y el señor Duval Aníbal Ramos Escobar pareja actual de la señora, Rebeca Arboleda. 

En fojas 39 consta la Versión ampliatoria de Rebeca Patricia Arboleda Mora, que menciona 

lo siguiente, se ratifica en su denuncia la cual es clara precisa y concisa e indica como pasaron los 

hechos.  

Versión de Duval Aníbal Ramos Escobar que consta en fojas 41, manifiesta, haberse 

encontrado en el negocio de ensalada de frutas con su esposa, escuchó a su pareja gritar ¡baja al 

local!, debido que se encontraba en el dormitorio de su residencia con su otra hija. Rápidamente 

pregunta que le sucede, cuando el señor Dubal Ramos se acercó a su cónyuge, la nota angustiada 

y temblorosa sin poder responder a los que cuestiona  por qué se encontraba llorando, ella y un 

menor de nombre Carlos Arboleda de 3 años de edad, hijo de la presunta víctima, el señor Ramos  

pide a su cónyuge que se tranquilice y pregunta una vez más que pasó, su esposa le menciona que 

había ingresado al local el señor de nombres Tonny  Joselito Villagómez, quien le había tratado de  

agredido y faltándole el respeto con palabras soeces y le había dicho “le has  dado padrastro, a mi 

hijo” y en presencia del niño le había dicho “ yo soy tu padre, Carlitos, no es chapa que vive con 

tu mamá “ vas a ver que ese chapa hijo de puta, yo lo hago dar la baja;  e intento agredir a la 

víctima con golpes. 

Versión de Tonny Joselito Villagómez García, consta en fojas 45, manifiesta que la 

denuncia es falsa, el día que suscitó la controversia, se encontraba entregando una moto al señor 

Darío Jiménez, aproximadamente a eso de las 9:30 horas después de sostener una conversación en 

presencia del señor Jiménez y su esposa, a las 10:20 Horas del 15 de noviembre 2015. 

Se dirigió a la casa de su abuela, tomo un baño y salió con dirección, a la ciudadela la 

libertad a visitar a su pareja de nombres  Lourdes Zurita, con la que se dirigió a la ciudad de 

Guaranda para efectuar algunas compras, a las 12.00 horas aproximadamente, regresaron al 

domicilio de su actual pareja, así que el señor Villagómez afirma que en ningún momento, se 
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encontraba en el lugar de los hechos, además solicita que sean analizados los videos con  los que 

se demostrara que no se encontraba en el lugar de la agresión. 

Informe pericial de Audio, video y afines NPJB21600029-2016 

En el informe consta en fojas 95 a 101 14 de abril del 2016  cuyo objeto de la pericia, que 

fue la extracción del video existente dentro de una memoria que se solicitó en la causa, el que se 

determinó que existió de un dispositivo de almacenamiento digital tarjeta de memoria micro SD, 

color negro, serie n. F1940000049 la que se encontraba en buen funcionamiento, en la que constan 

tres audios y videos, el archivo posee una duración aproximada de treinta y cinco segundos, y no 

pudieron ser transcritas porque no poseen emisión lingüística audible. 

 

Versión de Jiménez Núñez, Elvis Darío consta en fojas 105, el día 15 de noviembre más o 

menos a las 9:00 Horas de la mañana el señor Tonny Villagómez se encontraba en el domicilio 

para entregar una motocicleta, él más o menos se quedó una hora en la casa ayudando a lavar una 

alfombra del vehículo del Sr. Núñez y luego procedió a retirarse.  

  

Versión de Parreño Aguiar Jhon Nick, consta en fojas 107, de fecha abril 26 del 2016, se 

encontraba en el lugar pasando en una motocicleta y el señor Tommy Villagómez entró al local 

del negocio de la señora patricia, escuchó que le dijo palabras bruscas, entre ellas le decía eres 

una” hija de puta”  

 

Versión ampliatoria de Rebeca Patricia Arboleda Mora, consta en fojas 133, del 22-12-

2016, afirma y se ratifica con su versión principal, pero adicionalmente menciona que ha sido 

víctima del señor Tommy Villagómez, no solo en esa ocasión y como consecuencia de dicho 

altercado ha recibido constantemente insultos y amenazas e incluso trata de agredir cuando pasa 

por el local, toma fotos y graba con su celular. Cabe destacar que al cónyuge el señor Duval Ramos, 

ha sido denunciado en diferentes ocasiones, es decir podría tratarse de una persecución personal 

en contra él, estos actos han influido y desestabilizado la paz y la armonía del hogar y la salud 

mental de la víctima, ya que se encuentra nerviosa todo el tiempo, tiene miedo de encontrase con 

el procesado, he incluso de salir de su domicilio. 

Pregunta de fiscalía. Diga la compareciente desde la fecha que ha suscitado los hechos 

hasta la presente fecha ha solicitado ayuda profesional. Respuesta: acudida al psicólogo de la 
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policía la Dra. Olalla y le transfirió al psiquiatra de Guayaquil, al Hospital Docente de la Policía 

Nacional. Le designaron con el Dr. Rodríguez que aún no es atendida por dicho Galeno.  

Fojas 159, 27 de diciembre del 2016, acta de examen psicológico, designo al perito PSC 

Guachilema Rivadeneira E. Mauricio a fin de que se lleve a cabo el examen psicológico de 

Arboleda Rebeca Patricia.  

Fojas 160, Guaranda 27 de diciembre del 2016 abogado Segundo Guzmán, Fiscal del 

Servicio de Atención Integral del S.A.I. menciona que ya se realizó una Valoración Psicológica 

pericial el día 04 de diciembre 2015 y el día 27 de diciembre acudió la señora Arboleda para 

realizarse el peritaje psicológico es decir esto ocurre porque el informe de fecha 7 de diciembre 

del 2015 no fue presentado por el personal del S.A.I.  a la fiscalía de San Miguel.  

 

   Informe Psicológico Cl. Mauricio Guachilema: consta en de fojas 162 a 163 presentado 

con fecha 7 de diciembre del 2015 y realizado el 04 de diciembre del mismo año, indica que la 

Señora Rebeca Patricia Arboleda Mora, que, al momento de la evolución por parte del perito, y 

resultado de ansiedad leve es decir presenta una afección en el ámbito afectivo, cognitivo y de 

comportamiento que no impide realizar sus actividades normales.  

Informe de reconocimiento de lugar de los hechos, consta en foja 177, martes 24 de enero 

del 2017, por disposición del fiscal del Cantón San Miguel, Dr. Jorge Jorge Rea se contó con la 

presencia de la señora Rebeca Arboleda, en las calles Juan Pio de Mora y Olmedo, se llevó a cabo 

el reconocimiento del lugar de los hechos.  

 

 Solicitud de formulación de cargos que consta en fojas 186 de fechas 09 de mayo del 2017, 

dentro de la investigación previa por el delito de Violencia psicológica, han aparecido los 

elementos de convicción necesarios en contra de Villagómez García Tonny Joselito y solicita se 

lleve a cabo la audiencia de formulación de cargos. 

 

Elementos que motivan al agente fiscal a formular cargos. 

Consta en fojas 194 el acta resumen de la audiencia de formulación de cargo, de fecha   22 

de mayo del 2017, en donde el agente fiscal formula cargos por violencia psicología, los elementos 

recabados en la investigación; informe social realizado por la trabajadora social, la ratificatoria de 

la denuncia de la señora Rebeca Patria Arboleda Mora y versión ampliatoria y corrobora que fue 
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ofendida por su ex conviviente, Versión de Toni Joselito que niega haber participado en los hechos, 

la valoración del perito de fiscalía y manifiesta que existe una afección Psicológica leve. el Juez 

acepta la formulación de cargos por el delito violencia psicológica y se da inicio a la instrucción 

fiscal, con una duración de 60 días con la finalidad que las partes obtengan elementos de cargo y 

descargo que serán llevados a audiencia de juicio. 

“La defensa técnica del procesado manifiesta. Que los hechos han suscitado el 15 de 

noviembre del 2015 desde esa hecha han trascurrido un año ocho meses, está violando la norma 

expresa se debe archivar la causa”, Con respecto al informe psicológico solicitado el 04 de 

diciembre y es entregado un año después de haberse realizado.  

Instrucción fiscal  

 Foja 213, Acusación particular  refiere que el día 15, de noviembre del 2017, a las 10H00 más o 

menos, específicamente en la calles Guayas y Juan Pio de Mora del cantón San Miguel provincia 

de Bolívar, luego que la víctima se habría encontrado en su negocio, el señor Tonny Joselito 

Villagómez García, procediendo a agredir verbal y físicamente a la ofendida, a la que le había 

propinado golpes de puño y proferido varios insultos como lo manifestado por el procesado “ eres 

una hija de puta, eres una zorra, porque le has dado padrastro a mi hijo, ese chapa verga ya verás 

cómo le hago dar la baja a ese hijo de puta” además menciona que el procesado ha presentado más 

denuncias para perjudicar a la señora Rebeca Arboleda y su esposo.  

Fojas 221 con fecha 22 de junio del 2017, comparece la señora Rebeca Patricia Arboleda Mora al 

reconocimiento de su firma o rubrica de la acusación particular. Por ser clara precisa y recoge 

todos los elementos 434 de COIP. De fojas 222 de fecha 27 de 6 del 2017 es aceptada la acusación 

particular 

En las fojas 288 y 289 consta el impulso fiscal 13 de junio del 2017, para la ampliación del Informa 

Psicológico al Dr. Mauricio Guachilema. Ampliación del informe psicológico, consta en fojas 291 

y 292. La ampliación del informe psicológico lo realiza contestando las interrogantes planteadas 

por el escrito que fue presentado a fiscalía. 

 La evaluación psicológica describe la sintomatología que desprende de la Escala de Ansiedad 

de Hamilton y así mismo la sintomatología refleja en evolución de crisis de pánico  
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En el transcurso de la evaluación psicológica pericial de la señora Rebeca Patricia Arboleda Mora 

posteriormente al análisis mediante la observación clínica in situ de la prosémica, quinestesia y 

para lenguaje que forman parte del estudio no verbal durante la entrevista se evidencio signos y 

síntomas de ansiedad como miedo, temor anticipatorio, aprensión ,agitación psicomotriz, 

nerviosismo, inseparabilidad, ideación paranoide, humor disfórico razón por la cual de decidido 

para estandarizar el nivel de ansiedad  que experimentaba en el momento de la evaluación inducir 

al reactivo psicológico psicométrico conocido como escala de Hamilton para la ansiedad presunto. 

Según la suma de la escala de Hamilton da una suma total de 14 puntos, por lo experimenta el 

padecimiento de síntomas ansiosos psíquicos y somáticos leves.  Una vez termina la evaluación, 

de la observación clínica, del análisis de sus discursos de la psicosociología exteriorizada sumando 

al resultado del reactivo psicológico se concluye que la menciona señora que al momento de la 

consulta padecía de una sintomatología relaciona con una crisis de angustia.  

Explique para qué es utilizada la escala de ansiedad de Hamilton. 

  La escala Hamilton para la ansiedad HARS es una escala de estado cuyo objeto es valorar la 

intensidad de la ansiedad. 

Especifique como se refleja la afectación afectiva cognitiva del comportamiento referida en la 

conclusión del informe, finalizando el peritaje psicológico se concluyó que la señora Rebeca 

Patricia Arboleda Mora, presentó al momento de la evaluación una afectación en el ámbito 

afectivo, cognitivo del comportamiento sin que esta cause, un impedimento   de sus actividades 

cotidianas afectivo, pues que experimenta miedo, aprensión, agitación, psicomotriz, nerviosismo, 

humor disfórico, tensión. Cognitivo. Presenta ideación paranoide que implica creencia o sospecha 

de estar siendo atormentado, perseguido y tratado injustamente. Comportamiento proyecto 

anticipación temerosa, nerviosismo   

Que aclare el profesional de psicología si es los mismos síntomas y signos en materia 

psicológica o si existe diferencia entre los mismos.  

Dentro de la práctica psicológica pericial del trabajo durante la evaluación a través de la entrevista 

clínica es detectar signos y síntomas psicológicos que se encuentren fuera de los parámetros 

considerados afectables.  
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Signos y síntomas son dos conceptuales diferentes  

Signos, es lo que permite adivinar o prever, conocer o reconocer algo. Dentro de la práctica clínica 

el trabajo de psicólogo es detectar signos emocionales es decir las manifestaciones naturales de un 

estado afectivo (risa o llanto). Síntomas. Representa lo que no se dice, es que el lenguaje del cuerpo 

que hay que saber escuchar.  

De fojas 293 con fecha 11 de julio del 2017, nombro al perito al Cbop. Ekike Quispe Tohapanta 

perito criminalista de Bolívar, para que se practique la diligencia de extracción de información de 

audio y video del CD existente en fojas 85. 

De fojas 294 al 299 con fecha 14 de julio del 2017, cuyo objeto de la pericia es la extracción de la 

información de audio, video y afines existentes en las fojas 85 del proceso de extracción que lo 

realiza con la información relacionada en día 15 de noviembre del 2015 entre las horas 09 H 45 y 

10 H 15.  

Conclusión el disco compacto formato DVD-R16X, marca inmation, serie N. 

MFP3011A130110072, objeto de Análisis, existe y no presenta alteraciones de orden físico. El 

disco compacto formato   DVD-R16X, marca inmation, serie N. MFP3011A130110072 objeto de 

análisis contiene archivos de grabaciones de los cuales se procedió a grabar las capturas de 

imágenes, mismo que se las ilustran en él informe.  

Fojas 305. Con fecha de 20 de julio del 2017, versión de la señora Olalla Naranjo Jenny Jimena,  

A la señora Rebeca Arboleda le atendió por primera vez el 20 de diciembre del 2017 en el servicio 

de psicología en el puesto de salud SUB-Zona Bolívar N2 de la Policía Nacional, en la evaluación 

inicial se determinó sintomatología de episodio depresivo de moderada intensidad caracterizado 

por estado de ánimo bajo presencia de angustia y ansiedad. Además, que hace 6 meses 

aproximadamente pérdida significativa de peso y de apetito, insomnio pensamientos recurrentes 

de muerte cansancio exagerado además síntomas somáticos como problemas gastrointestinales 

tensión muscular y cefalea, se utilizó reactivos psicológicos como test de persona bajo la lluvia, 

test inventario de Beck. Los mismos que corroboró el diagnostico de episodios depresivos y 

moderados. Por la severidad de la sintomatología que se requiere la valoración de un médico 

Psiquiatra para iniciar tratamiento farmacológico.  
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Fojas 308 dictamen acusatorio de fecha 24 de julio 2017, dispone el cierre de la instrucción fiscal 

y señala día y hora de audiencia devaluatoria y preparatoria de juicio.  

Consta en de fojas 325, audiencia evacuatoria y preparatoria de juicio, 31 agosto del 2017 y 

manifiesta que el señor Tommy Joselito Villagómez García tiene presentado un sumario en su 

contra que está tramitando, por lo que, en su decisión jurisdiccional de excusarse, razón por la cual 

no se declara instalada la audiencia y se posterga la fecha de audiencia y se señala audiencia para 

el día 2 de septiembre del 2017. 

Foja 226 y vuelta, de fecha 13 de septiembre del 2017, señala el día y hora para la nueva audiencia 

evaluatoria y preparatoria de juicio.  Y señala día y hora 25 de septiembre del 2017. 

Fojas 376 a 379 acta resumen de audiencia Evaluatoria y Preparatoria de Juicio de fecha 25 de 

septiembre del 2017.  

Fojas 381 de fecha 29 de septiembre del 2017, se dictándose auto de llamamiento a juicio en contra 

del procesado antes nombrado por ser el presunto autor del delito de violencia psicológica contra 

la mujer o miembros del núcleo familiar, conducta tipificada en el Art. 157.1 del COIP (antes de 

las reformas R.O. 175S, 05 II 2018.) 

Se dicta auto llamamiento a juicio consta en las fojas, 381, con fecha 29 de septiembre 

2017, a Tonny Joselito Villagómez García, porque adecúa su conducta a lo que determina el art 

157 de COIP, en cuanto a la víctima se ratifica las medidas de protección, al procesado se ordena 

prohibición de enajenar bienes.  

En la audiencia de juzgamiento  

 Señala fecha para audiencia el día 26 de marzo del 2020 a las 14H30 en la que se decidirá 

la situación jurídica del procesado. Llama la atención a este Tribunal, el transcurso del tiempo para 

convocar a la audiencia antes referida. Según razón actuarial de fecha 25 de mayo del 2020. 

 Se indica que la audiencia de juzgamiento que estuvo convocada para el día 26 de marzo 

del 2020, no pudo ser sustanciada en razón de la emergencia sanitaria que vivía el país, y en base 

a las directrices administrativas expedidas por el Consejo de la Judicatura. El Tribunal de Garantías 

Penales fija el día 10 de septiembre del 2020, para que se lleve a cabo la audiencia de juzgamiento,  
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Con fecha 05 de noviembre del 2020, se vuelve a señalar para el día miércoles 18 de 

noviembre 2020.Nuevamente se suspende la audiencia de Juzgamiento instalada el 18 de 

noviembre del 2020; ello por problemas de conexión. Por lo que, en providencia de fecha, 26 de 

noviembre del 2020, se fija día y hora para la reinstalación de la audiencia de juzgamiento, quedan 

convocados los sujetos procesales para el día, 17 de diciembre. 

La reinstalación a la audiencia de juzgamiento es diferida para el día 23 de febrero del 

2021; ello, obedecería a la licencia vacacional del Juez Luis Alfonso de la Cruz por licencia de la 

Ab. Ana Calle Romero, y el agendamiento de audiencias que manifiesta tener el Juzgador ponente. 

Se vuelve a diferir la reinstalación de la audiencia de Juzgamiento, para el día martes 2 de marzo 

del 2021. 

El día 2 de marzo, la audiencia no se reinstala de conformidad con lo expuesto ya que no 

habría comparecido a la reinstalación la Fiscal actuante al momento de la instalación; Dra. 

Gladys Tutasi Rea; ello, por una situación de salud. Mediante providencia; se vuelve a convocar 

para la reinstalación de la audiencia suspendida; la misma que ahora tendría lugar en fecha 29 de 

abril del 2021. 

Mediante providencia; se vuelve a fijar nueva fecha para la reinstalación de la audiencia, 

quedando la misma para el día, 14 de mayo del 2021 a las; fecha en la cual tampoco se reinstala la 

audiencia por problemas de conexión con fiscalía; fijándose nuevamente la fecha de re instalación 

para el día, 22 de julio del 2021; en esta fecha la audiencia tampoco es reinstalada; ya que no habría 

comparecido el procesado ni su defensa técnica. 

Se vuelve a convocar a la reinstalación de la audiencia la misma que ahora tendría lugar en 

fecha 25 de octubre del 2021 a las; tampoco es sustanciada la audiencia por ausencia del Fiscal 

que debió intervenir; se fija como fecha para la reinstalación de la audiencia el día 23 de febrero 

del 2022. 

 

Audiencia de juzgamiento, Llevada a cabo en fecha miércoles 9 de marzo del 2022,  

Fiscalía en base a los elementos de convicción recabados en la etapa de instrucción trata de 

justificar sobre la existencia del delito violencia psicológica: la señora Rebeca Patricia Arboleda 

Mora habría sido agredida verbal y físicamente por el procesado Tonny Joselito García Mora y 

haría proferido barios insultos,” hija de puta eres una zorra por que le has dado padrastro a mi hijo, 



10 

 

 

 

esa chapa verga ya vas a ver cómo le hago dar de baja. ” Por su parte, la victima a través de la 

acusación particular se ratifica a lo manifestado por el señor fiscal, y la defensa del procesado 

manifiesta que se opone a la tesis de fiscalía. 

Fiscalía en su alegato final ha demostrado la existencia del delito de violencia psicológica 

en contra de la mujer y miembro del núcleo familiar, mediante el testimonio de la señora Rebeca 

Patricia Arboleda Morase se comprobó la materialidad del hecho; a través del informe psicológico 

realizado por el psicólogo Edwin Mauricio Guachilema Ribadeneira se demostró que la víctima 

presenta daño psicológico leve, el testimonio de la licencia Mónica Lizbeth Culqui quien realizo 

la experticia de entorno social fue clave para determinar que el procesado, agredido 

psicológicamente a la víctima en el lugar donde realizaba sus actividades laborales. 

las declaraciones de Jhon Nike Parreño Aguilar y Duval Anival Ramos Escobar quienes 

manifestaron haber escucharon los insultos proferidos, por señor Villagómez, en contra del señor, 

Arboleda por haberse encontraban en el lugar, día y hora que suscitaron los hechos controvertidos., 

Es por ello que Fiscalía ha demostrado la existencia del delito de violencia Psicológica 

configurándose el tipo penal por el cual Fiscalía acuso a Tonny Joselito Villagómez García.  

Por su parte, la defensa del procesado ha presentado el testimonio del señor Elvis Darío 

Jiménez Núñez, prueba que no es suficiente para desvirtuar la responsabilidad del procesado, es 

decir, que la prueba de fiscalía conserva su eficacia probatoria.  

Una vez desarrollada la audiencia de juicio en todas sus etapas el juez resuelve imponer la 

pena privativa de libertad de 30 días y multa de un salario básico unificado del trabajador en 

general, reparación integral monetaria de 200 dólares de los Estados Unidos a la señora Rebeca 

Patricia Arboleda Mora. 

Recursos de apelación. 

Se llevó a cabo la audiencia de apelación el martes 19 de abril del 2022, en la sala 

multicompetente de la Corte Provincial de Bolívar, y se resolvió rechazar el recurso interpuesto 

por el procesado, Tonny Joselito Villagómez García y ratifica la sentencia dictada por el Tribunal 

A-quo.  
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Recurso de casación. 

Con fecha 30 de junio del 2022, la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal 

Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia resuelve el 

archivo de la causa numero 02332-2017-00421, por el delito de violencia psicológica.  

De conformidad con lo establecido en los artículos 416 numeral 5, y 417 numeral 4 del 

Código Orgánico Integral Penal, el Tribunal de Casación de la Sala Especializada de lo Penal, 

Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de 

Justicia, por unanimidad, de oficio, declara extinguida la acción penal, por haber operado la 

prescripción de la misma. La prescripción de la acción penal habría ocurrido dadas las constantes 

demoras procesales en primera instancia; más aún al momento de convocar a la audiencia de 

Juzgamiento 
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 OBJETIVOS DEL ANÁLISIS DE CASO 

Objetivo general. 

Analizar la causa No. 02332-2017-00421 de violencia psicológica en el Tribunal de 

Garantías Penales del Cantón Guaranda, respecto a la falta de aplicación de los principios de 

responsabilidad, celeridad y obligatoriedad de administrar justica.   

Objetivos específicos. 

• Argumentar desde el punto de vista jurídico y doctrinario el principio de celeridad. 

• Determinar en el proceso objeto de estudio si existió la vulneración de los principios 

de responsabilidad, celeridad y obligatoriedad de administrar justicia. 

• Establecer recomendaciones para evitar que las víctimas de violencia intrafamiliar 

queden en la impunidad por la prescripción de sus casos. 

• Argumentar sobre la prescriptibilidad o no de los delitos de violencia psicológica.  
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CAPÍTULO II 

CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO. 

Antecedentes del caso. 

El día 15 de noviembre del 2015, a las 10H00 más o menos, específicamente en la calles 

Guayas y Juan Pio de Mora del cantón San Miguel provincia de Bolívar, luego que la víctima se 

habría encontrado en su negocio, el señor Tonny Joselito Villagómez García, procediendo a agredir 

verbal y físicamente a la ofendida, a la que le había propinado golpes de puño y proferido varios 

insultos como lo manifestado por el encausado “ eres una hija de puta, eres una zorra, porque le 

has dado padrastro a mi hijo, ese chapa verga ya verás cómo le hago dar la baja a ese hijo de puta” 

entre otro términos peyorativos. 

El 03 diciembre del 2015 da inicio a la etapa de investigación previa, el agente fiscal 

dispone las siguientes diligencias: reconocimiento del lugar de los hechos, el agente fiscal solicita 

que se Rindan las versiones de la señora, Rebeca Patricia Arboleda Mora, Tonny Joselito 

Villagómez, Duval Aníbal Ramos Escobar, Parreño Aguiar Jhon Nick,se practique las  pericias 

del entorno social y se realice la correspondiente  valoración psicológica a la víctima. 

Con respecto a la audiencia de formulación de cargos, el agente fiscal formula cargos por 

violencia psicología, en contra de Tommy Joselito Villagómez, el Juez acepta la formulación de 

cargos por el delito violencia psicológica y se da inicio a la instrucción fiscal, con una duración de 

60 días con la finalidad que las partes obtengan elementos de cargo y descargo que serán llevados 

a audiencia de juicio. 

 Mientras tanto el cinco de noviembre del 2017, se presentó la acusación particular que consta en 

el proceso y la señora Patricia Rebeca Arboleda Mora ratifica lo que señala en la denuncia y 

además menciona que el procesado ha presentado más denuncias para perjudicar a la señora 

Rebeca Arboleda y su esposo.  

En la audiencia evaluatoria y preparatoria de juicio, se dicta el auto llamamiento a juicio en contra 

del procesado Tommy Joselito Villagómez García, por el delito violencia psicológica en contra de 

la mujer y miembros del núcleo familiar porque cuya conducta está establecida en el art. 157 
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numeral 1 del Código Orgánico Integral Penal. Mientras que la víctima se ratifica las medidas de 

protección. 

Por otra parte, el Tribunal de garantías penales de Bolívar, Señala Audiencia de Juzgamiento, el 

día 26 de marzo del 2020 de manera que se decidirá la situación jurídica del procesado, es 

importante resaltar el tiempo trascurrido, para realizarse la audiencia de juzgamiento y más aun no 

se instala la audiencia a consecuencia, de la emergencia sanitaria en todo el País. Algo semejante 

ocurre con la audiencia juzgamiento convoca en fecha 10 de septiembre 2020, no se instala por 

disposición el Juez ponente el Dr. Luis Guamán, nuevamente se convoca a audiencia para el día 

18 de noviembre del 2020 sin embrago se suspende muévanle la audiencia por motivos 

relacionados con problemas de conexión. 

Se fija día y hora para la reinstalación de la audiencia de juzgamiento, con fechas 17 de diciembre 

del 2020, es diferida para el día 23 de febrero del 2021, por licencia de la Ab. Ana Calle Romero, 

se vuelve a diferir la reinstalación de la audiencia de Juzgamiento, para el día martes 2 de marzo 

del 2021, audiencia que no se reinstala; ya que no habría comparecido la Dra. Gladys Tutasi Rea, 

por una situación de salud. 

Se vuelve a convocar una nueva audiencia y tendría lugar en fecha 29 de abril del 2021, se 

vuelve a fijar nueva fecha para la reinstalación de la audiencia, quedando la misma para el día, 14 

de mayo, fecha en la cual tampoco se reinstala la audiencia por problemas de conexión con fiscalía; 

fijándose nuevamente la fecha de reinstalación para el día, 22 de julio del 2021; en esta fecha la 

audiencia tampoco es reinstalada, ya que no habría comparecido el procesado ni su defensa técnica. 

Se vuelve a convocar a la reinstalación de la audiencia la misma que ahora tendría lugar en 

fecha 25 de octubre del 2021, tampoco es sustanciada la audiencia por ausencia del Fiscal que 

debió intervenir; se fija como fecha para la reinstalación de la audiencia el día 31 de enero del 

2022 que no se instala la audiencia y el 23 de febrero del 2022, fecha que tampoco se lleva a cabo 

la audiencia.  

La audiencia de juicio se lleva a cabo en fecha miércoles 9 de marzo del 2022, una vez 

desarrollada la audiencia de juicio en todas sus etapas el juez resuelve imponer la pena privativa 

de libertad 30 días y multa de un salario básico unificado del trabajador en general, reparación 
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integral monetaria de 200 dólares de los Estados Unidos, a la señora Rebeca Patricia Arboleda 

Mora, el recurso de apelación ratifica la sentencia, y rechaza el recurso.  

El procesado Tonny Villagómez, interpone recurso de apelación sobre la sentencia del 

Aquo; y el Tribunal de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar, conformado por los Jueces; Nelly 

Núñez Núñez, Nancy Guerrero Rendón y Hernán Cherres Andagoya; resuelven ratificar 

íntegramente la sentencia subida en grado.  

El procesado interpone recurso de casación, de la sentencia expedida por la Sala de la Corte 

Provincial de Justicia de Bolívar, ingresado con fecha 6 de mayo del 2022, Auto interlocutorio del 

Recurso de casación con fecha 30 de junio de 2022, declara extinguida la acción penal, por haber 

operado la prescripción de la misma. Se ordena el archivo de la causa. De las constancias 

procesales, se desprende que la prescripción de la acción habría ocurrido dadas las constantes 

rémoras procesales en primera instancia; más aún al momento de convocar a la audiencia de 

Juzgamiento. 

Dentro del análisis minucioso de la presente causa, podemos indicar que el fenómeno 

Jurídico está configurado, en la vulneración de los principios de celeridad, responsabilidad y 

obligatoriedad de administrar justicia, debido que opera la prescripción de la acción penal de la 

causa No. 02332-2017-00421 por el delito de Violencia psicológica en el Tribunal de Garantías 

Penales de Guaranda, como consecuencia del trascurso del tiempo y las condiciones establecidas 

en el catálogo de delitos. 

Es menester indicar que la causa, no cumple con lo establecido con en la norma jurídica, y 

atenta con las garantías del debido proceso, a la tutela judicial efectiva y a la seguridad jurídica, 

puesto que, en la fase de investigación previa, la fiscalía solicita que se practique una pericia 

psicológica correspondiente: la evaluación se realiza el 04 de diciembre del 2015 y el informe es 

presentado por el PSC. Guachilema Ribadeneira E. Mauricio 07 de diciembre del 2015 al SAI, el 

informe es receptado a la fiscalía de San Miguel el 27 de diciembre del 2016, es decir que trascurrió 

el lapso de un año para conocer el contenido del mencionado informe psicológico en el que se 

determina que la señora Rebeca Patricia Arboleda Mora, presenta un daño psicológico leve, es 

pertinente mencionar que un año ocho meses toma  la etapa investigativa, de manera que se prologo 
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ocho meses más la investigación y no da cumplimiento a lo determina el COIP en el art 585 

numeral 1 .  

En la etapa procesal inicia con fecha 22 de mayo del 2017, en síntesis se  dicta auto 

llamamiento el 29 de septiembre del 2017, llama la atención la fecha que se impone audiencia de 

juzgamiento el 16 de marzo del 2020, se convoca a audiencia de juzgamiento 11 veces más con 

fechas que constan en líneas anteriores del proceso y fueron postergadas por motivos tales como 

la emergencia sanitaria, por problemas de conexión, vacaciones de los miembros de tribunal entre 

otras justificaciones que menciona en líneas anteriores, con fecha  9 de marzo del 2022 se lleva a 

cabo la audiencia de juzgamiento  de Tomy Joselito Villagómez y el Tribunal declara responsable 

del delito de Violencia Psicológica tipificado el art 157  antes de las reformas R.O. 175S, 05 II 

2018del COIP . 

 El procesado interpone recurso de apelación y se resuelve con fecha 19 de abril del 2022, 

y se ratifica la sentencia del Tribunal de Garantías Penales de Bolívar.  Cabe mencionar además 

que el señor Villagómez interpone recurso de casación sobre la sentencia dictada por la Corte 

Provincial de Justicia de Bolívar de fecha 30 de junio del 2022. 

Con auto interlocutorio, con efecto de cosa juzgada, la Sala Penal de la Corte Nacional de 

Justicia resuelve dar fin al proceso porque el ejercicio de la acción penal supera el límite tiempo 

establecido en COIP, para ejercitar la acción penal en contra del procesado, El Tribunal de oficio 

declara la extinción de la acción penal y decide archivar la causa por haber trascurrido más de 

cinco años por consiguiente cumple con lo establecido en el art. 417 numeral 4 del mismo cuerpo 

normativo, de la  prescripción, en el presente análisis se aclara que lejos de defender al procesado 

en esta investigación se analiza el retardo injustificado de los funcionarios que llevaron a cabo el 

proceso en el presente análisis, claramente se determinó la falta de agilidad y negligencia de la 

administración de justicia.  
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2.2 Fundamentación teórica del caso. 

2.2.1 Los derechos fundamentales, principios y garantías en el Ecuador. 

Derechos fundamentales 

Los derechos fundamentales son el conjunto de normas jurídicas creadas por un Estado 

para regular la conducta externa del hombre, establecen bases de una buena convivencia social y 

su finalidad es dotar a la sociedad de libertad, igualdad y justicia, estos derechos están establecidos 

en la constitución del Ecuador 2008, tratados internacionales y demás leyes. Los derechos son 

imprescindibles, universales, inalienables, es decir válidos para todos los seres humanos y para 

todas las culturas, Es importante conciderar que la funcion principalde los derechos es orientar a 

la organización de la sociedad, 

 Art 6 literal 1,” todos los ecuatorianos y ecuatorianas son ciudadanos y gozaran los mismos 

derechos establecidos en la constitución” (Costituciòn, 2008,p 12) 

los derechos fundamentales desempeñan dos funciones dentro del sistema jurídico: por una 

parte, desde el punto de vista objetivo, son un subsistema, y forman, junto con los valores 

y los principios, la regla fundamental material para identificar las demás reglas del 

Ordenamiento jurídico.  Desde el punto de vista subjetivo, los derechos fundamentales 

traducen, en reglas de Derecho, pretensiones morales justificadas de los individuos y de los 

grupos, bajo la forma de derechos subjetivos, de libertades, de potestades jurídicas y de 

inmunidades.  

 El Ecuador un estado constitucional de derecho y justicia desde la promulgación de la 

constitución 2008, ha venido mejorando la tutela judicial efectiva de los derechos sociales, acorde 

a los principios y garantías previsto en la constitución, estos derechos universales de carácter 

fundamental,  

“… son derechos fundamentales todos aquéllos derechos subjetivos que  

corresponden universalmente a todos los seres humanos en cuanto dotados del 

status de personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar; entendiendo 

por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa 

(de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica, y por “status” la 
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condición de un sujeto, prevista así mismo por una norma jurídica positiva, como 

presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los 

actos que son ejercicio de éstas”. (Ferajoli, 1999) 

 Estos derechos están encaminados hacia a los grupos de atención prioritaria que, para 

establecer una igualdad de condición en la sociedad., el estado garantiza que el derecho al debido 

proceso sea respetado en todas las etapas de los procedimientos judiciales. En el Código Orgánico 

Integral Penal, incorpora garantías y principios rectores del proceso penal, en concordancia con el 

código orgánico de la función judicial norma rectora suplementaria al procedimiento penal. 

Garantías. 

las garantías son instrumentos jurídicos de protección, que hacen posible respetar, los 

derechos fundamentales es necesario recalcar que las garantías son consideradas como un rasgo 

característico del Estado de derecho, en este sentido se determinaría que sin garantías los derechos 

solo estarían plasmado en las normas y no tendían eficacia ni validez.  

En el Ecuador estado constitucional de derecho, “la teoría de los derechos reconoce 

distintos tipos o niveles de tutela jurídica para los derechos: en primer lugar, están las garantías 

normativas, en segundo término, están las garantías institucionales, y, por último, se reconocen 

también las garantías jurisdiccionales.” (Pinto,Porras Velasco, 2011, p. 25)  

Las garantías normativas son aquellos principios y reglas encaminadas a conseguir que los 

derechos fundamentales estén efectivamente asegurados como las normas que son, se 

limiten al mínimo sus restricciones, y se asegure su adecuado resarcimiento cuando se han 

producido daños como consecuencia de su vulneración por parte de los poderes públicos o 

sus agentes. (Pinto,Porras Velasco, 2011, p. 26) 

En relacion con la presente estudio se establece que la garantias normativa debe acatar los 

derechos establecidos en el art 11 numeral 9 de la Constitucion de la Republica de Ecuador 

conviene subrayar que el mas alto deber del Estado consiste en  respetar y hacer respetar los 

derechos garantizados en la constitucion, asi como lo determina la supranorrma  

El Estado y sus delagatorios, concesionarios y todas las personas que actue en el ejercicio 

de su potestad publica, estan olbligados a reparar las violaciones de los derechos de los 
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particulares por la falta o defieciencia por la prestacion de sus servicios publicos en el 

desempeño de sus cargos. (Asamblea Nacional, 2008)  

Es Estado es responsable por detencion arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 

inadecuados  o inadecuacion de justicia, violacion de derecho a la tutela judical efectiva, y 

porlas violaiones y reglas del debido proceso. (Asamblea Nacional, 2008) 

Con referencia al analisis de la causa determinamos que existe violacion de estos preceptos  

consititcionales, por que se evidencia la falta de agilidad, eficacia  y eficencia de los funcioanrios 

judicales, desde el fiscal, hasta los jueces,no solo por no respetar los tiempos del debido proceso 

como lo establece el Codigo Organico Integral Penal ,si no tambien por la falta de la debida 

diligencia, es decir vulnerando los derechos del procesado y la victima. En consecuencia el  citado 

proceso, no garantizan el funconamiento  correctamente el sistema procesal, de la provincia de 

Bolivar.    

Principios.  

¿Que son los principios? 

El debido proceso es un conjunto de principios y garantías destinadas a observar 

procedimientos para obtener una solución justa de conflictos, en otras palabras, el debido proceso 

son las garantías básicas que tienen las dos partes dentro del proceso penal. 

Los principios son "la base, origen, razón fundamental sobre la cual se procede 

discurriendo en cualquier materia". Por ende, los principios serán determinantes en las etapas del 

proceso, de ello depende la agilidad y eficacia del proceso penal ,  es importante mencionar que 

los principios se encuentran consagradas en la Constitución de la Republica de Ecuador 77, 168, 

169, es decir definen los aspectos orgánicos de la jurisdicción penal, la formación del objeto 

procesal y régimen de actuación de las partes, así como la actuación formal de la pretensión 

punitiva y de su resistencia hasta la sentencia definitiva. 

Los principios del Código Orgánico Integral Penal, que procuran la agilidad en el proceso 

penal, están estipulados en el art. 5 num, 12, 14 del COIP, concentración y dirección judicial de 

proceso 
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Principios que procuran la agilidad del proceso; buscan que el proceso penal sea 

sencillo rápido y eficaz para que la administración de justicia sea oportuna y sin 

dilaciones, por esta razón es que la constitución y ley. La Concentración dispone al 

juzgador a que resuelve en la misma audiencia la mayor cantidad de situaciones 

procesales con el objetivo de agilizar el curso del proceso penal, La Dirección 

Judicial Del Proceso busca que sea el juzgador el que controle las actividades de las 

partes y direccione el proceso. (Manuel, 2015, p. 5) 

De la misma manera, tiene concordancia con los principios establecidos en el Código 

Orgánico de la Función Judicial en los art. 15, 20, 28, los principios de celeridad, responsabilidad, 

obligatoriedad de administración de justicia; están encaminados a la agilidad, premura y 

compromiso de los funcionarios judiciales, para garantizar el desarrollo adecuado del debido 

proceso y afianzar un resultado justo de la contienda legal. 

2.2.2 Debido proceso.  

El debido proceso es una garantía que tiene las personas que posee carácter constitucional 

y debe aplicarse en todo tipo de proceso, es decir que todas las personas tienen ciertas garantías 

mínimas, las cuales deben asegurar un resultado justo e igualitario en un proceso penal.   

El debido proceso es un derecho fundamental que poseemos las personas, tener un 

procedimiento que cumpla con todos los lineamientos señalados en la norma jurídica. Para hablar 

del debido proceso debemos remitirnos a la norma suprema la misma que en su artículo 76 

manifiesta lo siguiente: ‘‘En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 

cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso (…)’’ (Constitución de la República 

del Ecuador, 2008, pág. 37) 

El artículo 169 de la Constitución de la República del Ecuador manifiesta lo siguiente: 

‘‘El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 

consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y 

economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia 

por la sola omisión de formalidades’’ (Constitución de la República del Ecuador, 2008, pág. 94) 
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2.2.3. Debido proceso penal  

El debido proceso penal busca el respeto de las garantías fundamentales que le asisten y 

protege a cualquier persona que es objeto de una imputación del tipo penal, o que se someta a un 

proceso penal.  

El debido proceso es un derecho fundamental complejo de carácter instrumental, 

continente de numerosas garantías de las personas, y constituido en la mayor 

expresión del derecho procesal. Se trata de una institución integrada a la 

Constitución y que posibilita la adhesión de unos sujetos que buscan una tutela ciara 

de sus derechos (Ramirez, 2015) 

La legalidad del debido proceso penal, se da cuando se hace efectivo los principios rectores 

del debido proceso; en otros términos, esos principios rectores es el soporte y la protección de las 

partes procesales.  Así como le estipula el artículo 76 de la Constitución de la República,  

(…) En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas.  

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 

cumplimiento de las normas y los derechos de las partes.  

2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no 

se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada.  

3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento 

de cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra 

naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se 

podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del 

trámite propio de cada procedimiento. 

 4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no 

tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria. 
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 5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 

sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su 

promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que contenga 

sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora.  

6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 

sanciones penales, administrativas o de otra naturaleza.  

7. El derecho de las personas a la defensa. (Asamblea Nacional, 2008) 

Este derecho se encuentra establecido también en la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, el cual menciona que: 

Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal 

o de cualquier otro carácter. (Corte Interamericana, 1969) 

Por lo tanto, el derecho al debido proceso es catalogado como un derecho primordial del 

ser humano, que se caracteriza por ser un conjunto de principios y garantías que el estado brinda 

a sus administrados, con el que se pretende proteger los derechos de aquellas personas que se 

encuentran inmersas en una contienda judicial, el mismo que está suscrito en la constitución y los 

tratados internacionales. 

2.2.4 Acción Penal 

¿Qué es la acción penal? 

La acción penal es un medio de resolver conflictos “Acción Penal es el poder jurídico de 

originar la actuación jurisdiccional a fin de que el juzgador emita acerca de la punibilidad de 

hechos que el titular de la acción reputa constitutivo de delitos” (Dr. Eduardo Franco Loor, 2010), 

la acción penal tiene que ser evaluada por un juez quien debe hacer todo lo necesario para dictar 

una sentencia justa sobre los justiciables. 
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Para Jorge Zabala Baquerizo, la acción es un poder que el Estado concede en forma expresa 

a las personas, por cuanto al haberse arrogado el Derecho de juzgar como cuestión privativa 

de dicho Estado, se encuentra interesado en que, en el momento en que se provoca la 

violación de la norma jurídica debe estimularse al órgano jurisdiccional encargado del 

juzgamiento para que pueda cumplir con su función. Por esa razón concede el poder al 

particular o a la persona que representa a la sociedad en la tarea de estimular el 

restablecimiento del ordenamiento jurídico violentado. (Dr. Eduardo Franco Loor, 2010, 

pág. 93) 

Estructura del proceso penal en delitos de acción penal pública.    

Los delitos de acción pública tienen características propias que se distinguen con respecto 

a los delitos de la acción penal privada, en su desarrollo se propone la fase pre procesal (indagación 

previa) y el proceso propiamente dicho. 

Indagación previa. La indagación previa es una fase pre procesal está a cargo de la fiscalía 

general del Estado, regida por las normas del debido proceso y sujeta a control judicial que tiene 

el propósito de verificar si la noticia del delito para realizar una imputación. La indagación es 

necesaria pero no obligatoria, así como puede suscitarse en los casos de delito flagrante, sino que 

debe dictarse obligatoriamente el inicio de instrucción fiscal. 

Instrucción fiscal. Es la primera etapa del proceso penal de acción pública en que la 

Fiscalía realiza una imputación por un presunto cometimiento de un delito. Esta es una etapa 

particularmente investigativa se desarrollan actos de indagación orientados a determinar:  

a) Elementos constitutivos de un presunto delito 

 b) Supuesta participación penal del procesado.  

La indagación penal se desarrolla por Fiscalía General del Estado en cumplimiento de los 

principios de objetividad, investigación integral de la verdad y mínima intervención penal como 

lo establece la constitución y el Código Orgánico Integral Penal. 

Etapa intermedia En esta etapa, la Fiscalía decide la continuación o no de la acción penal 

para lo cual tiene la potestad de acusar o abstenerse de acusar, esta acción debe ser efectuada y 
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valorada por un Juez de Garantías Penales, con la validez del procesal del trabajo investigativo. 

En audiencia preparatoria y evaluatoria de juicio, bajo la tutela del Juez. 

Condiciones de validez procesal relacionadas con, Procedimiento b. Procedibilidad c. 

Prejudicialidad d. Competencia, el juez debe juzgar lo determinado por el fiscal y deduce 

continuar la acción penal. en virtud de la casuística el juzgador puede dictaminar el a. Auto 

de nulidad b. Auto de llamamiento a juicio c. Auto de sobreseimiento provisional o 

definitivo. (JUDICIAL, 2013) 

La etapa preparar el juicio, determina la calidad de la investigación por parte de fiscalía 

que se realizó durante esta etapa y su validez y los elementos de investigación que se pretenden 

hacer costar en juicio y si existe vulneración de algún derecho a las partes se excluirá dicho material 

por transgresión trascendente a la constitución y al Código Orgánico Integral Penal y demás 

normas. 

La etapa de juicio es la etapa fundamental del proceso penal porque es donde se expone la 

prueba solicitada por las partes que interviene en el proceso penal y  auténticas para demostrar  su 

teorías del caso; la misma que debe poseer  de Hechos  de su citados, derecho, pruebas y la 

conclusión ,la existencia de pluralidad de sujetos procesales implica la existencia de diversidad de 

la teorías del caso, de entre las cuales, e incluso fuera de ellas el órgano jurisdiccional pluripersonal 

debe decidir el proceso ya sea en sentencia condenatoria o confirmatoria del estado de inocencia. 

La decisión judicial debe ser congruente, apegada a la ley es decir legitima a su vez aplicado en el 

caso concretocomo lo establece la supra norma. 

La impugnación se desenvuelve a través de medios denominados recursos, conforme la 

decisión de que se trate por el orgánico funcional de la jurisdicción, ya sea apelación y/o 

nulidad (error in iudicando) por Corte Provincial de Justicia, por Casación (error jure) y 

Revisión (error facti) que son exclusivas de la Corte Nacional de Justicia; Esta es una etapa 

no obligatoria en tanto el derecho a la impugnación es renunciable por tanto no obliga a las 

partes procesales su interposición. Pese que, por regla general, el tiempo es factor 

indispensable para su ejercicio, salvo el recurso extraordinario de revisión que puede ser 

interpuesto luego de ejecutoriada la sentencia condenatoria. (JUDICIAL, 2013, p. 9) 
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2.2.5 Extinción de la acción penal por prescripción. 

Prescripción en la acción penal.  

La prescripción es una forma de extinción de la acción penal y es un instituto regulado por 

el Código Penal, pero tiene una connotación procesal. Es un límite de la persecución del 

Estado, del ejercicio del ius puniendi. Es un medio de liberarse de las consecuencias penales 

por la comisión de un ilícito o una condena por efecto del tiempo y en las condiciones 

exigidas por la ley, siendo factor predominante para que opere la excepción de prescripción, 

el transcurso de tiempo. (Martinez, 2018, pág. 61) 

 El ius puniendi Estatal, a pesar del lapso del tiempo no ha sido viable resolver el conflicto 

penal favoreciendo al procesado, respetando estrictamente al debido proceso, determinando como 

el derecho de toda persona a someterse a un proceso judicial cuando ha cometido un delito, dentro 

de un plazo razonable se extingue por prescripción cuando haya transcurrido un plazo igual al 

máximo correspondiente al delito más grave; La prescripción de la pena, se trata de la extinción 

de la responsabilidad penal, el cual ha trascurrido un lapso de tiempo desde la imposición de una 

sentencia ejecutoriada.    

Prescripción de la acción penal pública.  

La prescripción del ejercicio de la acción se fundamenta en el paso del tiempo sin que las 

partes o los jueces hayan resuelto la acción penal, vale mencionar, que se haya dictado sentencia 

en firme; por tanto, opera el “olvido”, si no han existido motivos legales que suspendan o 

interrumpan el desarrollo del proceso.  

El Estado de Derecho es encargado de fortalecer lo establecido en la constitución, para 

cuyo cumplimiento en determinados casos resulta imprescindible tomar decisiones trascendentales 

que restablezcan la credibilidad de la ley, el reconocimiento del derecho que le asiste a cualquier 

ciudadano para que se cancele la potestad punitiva que ejerce el Estado a través del sistema penal 

justo. 

 Resulta un mecanismo idóneo de contención para evitar un ejercicio abusivo del poder 

punitivo, la utilización del derecho penal con instituciones como la prescripción tanto de la 

acción como de la pretensión punitiva; y, cuando fuese del caso llegando inclusive a la 
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prescripción de la pena. ¡Esta es una manera lógica y racional de poner límites al ejercicio 

del poder punitivo estatal! (Pasquel, 2018).  

2.2.5 Imprescriptibilidad de los delitos de violencia psicológica. 

 Delito violencia psicológica. 

La violencia psicológica se caracteriza por la presencia prolongada de la intimidación o 

amenazas, por el uso de humillaciones reiterativas, por la imposición del aislamiento social, la 

desvalorización total como persona sea hombre o mujer, o por un acoso continuado, exigencia de 

conductas degradantes, posturas y gestos amenazantes, conductas destructivas y hasta la 

culpabilización de el o ella por las conductas violentas de la otra persona , generan consecuencias 

muy negativas en la salud y el bienestar emocional mental  de la víctima. 

la desvalorización de las victimas a través de vejaciones, humillaciones y desprecios, hacen 

que la sociedad, indirectamente o través de otras personas discriminen a la mujer o al hombre que 

es víctima de este tipo de violencia o desvaloricen su ideología; por otro lado, el control (personal, 

doméstico o económico) comprende los comportamientos orientados al control de las actividades 

y las relaciones de víctimas , forzándole a cumplir con un rol de dependencia personal y económica 

de su victimario. 

Por su parte, la OMS (2005) señala como actos específicos de maltrato psíquico: ser 

insultada o hacerla sentirse mal sobre ella misma, ser humillada ante los demás, ser intimida- da o 

asustada, o ser amenazada con daños físicos. 

La violencia psicológica es inclusiva de otras formas como la económica, estructural o 

espiritual, aunque en ocasiones aparecen como categorías diferenciadas (Instituto de la 

Mujer, 2002, 2006). Ejerce violencia económica quien realizar un acto para someter a otra 

persona mediante el control de determinados recursos materiales que pertenecen al agresor, 

a la víctima o a ambos. En esta modalidad se incluyen comportamientos de acción, como 

por ejemplo dilapidar los recursos económicos de ambos, o conductas de omisión, como 

por ejemplo hacerle entrega de cantidades exiguas para satisfacer los gastos de la casa, 

obligando a la mujer a buscar apoyo económico de terceros Son situaciones en las que las 
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mujeres tienen limitada su capacidad para obrar, de trabajar, de recibir un salario o de 

administrar sus bienes por el hecho de ser mujeres (Fariña, Arce, & Buela , 2013)  

¿Qué es la imprescriptibilidad?  

La imprescriptibilidad es una figura jurídica que aparece a mediados del siglo XX, por la 

preocupación de la comunidad internacional respecto a la impunidad en la que podrían quedar los 

crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad ocurridos en el marco de la segunda guerra 

mundial.  

Es decir que la imprescriptibilidad es encargada, de que las contravenciones penales no 

prescriban nunca es decir que los castigos impuestos por el cometimiento de un delito no están 

sometidos a un plazo determinado de tiempo y los delitos serán castigados como lo establece el 

Código Orgánico Integral Penal, y estas controversias no quedaran en la impunidad. 

En ese sentido, la imprescriptibilidad establece que donde quiera y cualquiera sea la fecha 

en que hayan sido cometidos estos graves crímenes, serán objeto de una investigación, y las 

personas contra las que existen pruebas de su culpabilidad en la comisión de tales crímenes serán 

buscadas, detenidas, enjuiciadas y, en caso de ser declaradas culpables.  

Según la reforma que cinta en el suplemento COIP, registró oficial suplemento N° 180 14 

de febrero de 2018 el art 16 reformado menciona que son imprescriptibles los siguientes delitos 

Art16 numeral 4. las infracciones de agresión a un estado, genocidio, lesa 

humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de personas, peculado, cohecho, 

concusión, enriquecimiento ilícito, las acciones legales por daños ambientales; y, los 

delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas y 

adolescentes, son imprescriptibles tanto en la acción como en la pena. (Asamblea Nacional 

del Ecuador, 2014) 

Es decir, los delitos de violencia psicológica si prescriben según lo determina el mismo el 

suplemento COIP, Registro Oficial Suplemento N° 180 14 de febrero de 2018 art 16 vigente hasta 

la presente fecha. Es decir que el presente caso Beneficia al procesado, porque los funcionarios 

judiciales no llegan a cumplirse con el transcurso de determinado tiempo.  
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2.2.5 Principios responsabilidad. 

Sobre la responsabilidad en el Estado Moderno, podemos afirmar que desde la instauración 

del Estado de Derecho, entendido como aquel en el cual tanto gobernantes como gobernados se 

encuentran sometidos al ordenamiento jurídico, las potestades públicas son ejercidas por las 

instituciones (órgano estructural) a través de sus funcionarios (órgano funcional), encontrándose 

el Estado al servicio de las personas, razón por la cual es responsable de los perjuicios ocasionados 

a los particulares por el desarrollo de la actividad estatal. En este sentido, todo órgano de poder 

público es responsable ante la sociedad sin excepción alguna, con el deber a priori de adecuar su 

actuación al ordenamiento jurídico, y con la obligación a posteriori de afrontar los perjuicios 

ocasionados a los particulares 

la responsabilidad estatal se constituye en el contrapeso jurídico establecido a favor 

de las personas para hacer frente al ejercicio ilegítimo de ius imperio estatal que ha 

vulnerado sus derechos y ante la prestación deficiente de los servicios públicos que le ha 

causado perjuicios, debiendo asumir el Estado la reparación del daño causado por sus 

funcionarios en el ejercicio de la actividad estatal (responsabilidad directa) sin perjuicio de 

repetir lo pagado en contra del funcionario responsable (derecho de repetición), quedando 

en la responsabilidad personal de los funcionarios las conductas dañosas desarrolladas 

fuera de la órbita de sus funciones. (Jaramillo, 2011, p. 5) 

El principio de responsabilidad, se considera que el Estado actúe, pero que pague los 

perjuicios ocasionados, puede incumbir al Estado por los daños causados a los particulares por 

hechos de las personas que emplea el servicio público. La responsabilidad de la Administración, 

basada en la noción de la falla del servicio (fute de servicie), entendida como aquella en que se 

produce un daño o perjuicio por un ente público que no ha actuado cuando debía, ha actuado mal 

o lo ha hecho tardíamente. Algunas características de la falla de servicio son:  

a) Es un tipo de responsabilidad directa. Se considera que el hecho fue cometido 

por la Administración Pública o por una persona jurídica de Derecho público, así el daño 

haya sido producido por un funcionario judiciales; entonces, la Administración es la 

primera responsable. Las tesis de la doble personalidad estatal o de la separación de 
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responsabilidades no son adaptables en los casos de falla del servicio. (Jiménez, 2014, p. 

73)  

b) Se produce con ocasión del servicio es el perjuicio generado por el funcionario 

a los administrados haya ocurrido en ejercicio de sus funciones en ocasión de la prestación 

del servicio público. Detrimentos ocasionados por fuera del servicio generan una 

responsabilidad particular y exclusiva en cabeza de la persona natural, que en tal condición 

no actuó en calidad de funcionario, así esté vinculado al servicio público (Jiménez, 2014, 

p. 73). 

c) El factor de imputación es especial: el anormal o defectuoso funcionamiento del 

aparato público estatal. No interesa entonces la buena o mala disposición del funcionario 

que cometió la falta, es decir, su conducta (dolo o culpa), pues de lo que se trata es de 

demostrar que ocurrió una falla o error funcional en la prestación del servicio, lo cual 

ocasionó el daño sufrido por la víctima o usuario. Por ello, para algunos tratadistas se trata 

de un tipo de responsabilidad objetivizada, dado que no importa el factor subjetivo de 

imputación, como se vio en la parte general; al respecto, Valencia Zea, citado por Héctor 

Romero, dice lo siguiente: “En cuanto a la noción de falla del servicio público, se 

advierte… que se sustituye la noción de la culpa individual de un agente determinado por 

la noción de falla del servicio, o sea falla funcional, orgánica o anónima. (Jiménez, 2014, 

p. 73) 

El principio de responsabilidad como lo manifiesta el Código Orgánico de la Función 

Judicial.  

La administración de justicia es un servicio público que debe ser prestado de 

conformidad con los principios establecidos en la Constitución y la ley. En 

consecuencia, el Estado será responsable en los casos de error judicial, detención 

arbitraria, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación 

del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y 

reglas del debido proceso. Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o 

revocada, en virtud del recurso de revisión, el Estado reparará a la persona que haya 

sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por 
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tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se 

repetirá en contra de ellos en la forma señalada en este Código. Todas las servidoras 

y servidores de la Función Judicial, cualquiera sea su denominación, función, labor 

o grado, así como los otros operadores de justicia, aplicarán el principio de la debida 

diligencia en los procesos a su cargo. Serán administrativa, civil y penalmente 

responsables por sus acciones u omisiones en el desempeño de sus funciones, según 

los casos prescritos en la Constitución, las leyes y los reglamentos. Las juezas y 

jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo 

injustificado, negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley, de 

conformidad con las previsiones de la Constitución y la ley. (Asamblea Nacional 

del Ecuador, 2009) 

2.2.6 Principio celeridad. 

La  problemática que se determinó en el análisis del proceso se observa que muchos juicios 

se encuentran estancados debido a la no aplicación del principio de celeridad; cuyo objetivo 

fundamental garantizar que todo proceso judicial se desenvuelva sin retrasos, donde se obedezcan 

los plazos ya predispuestos en la normativa según las etapas o fases preestablecidas para su 

evolución, procurando no imponer la práctica de actos innecesarios de formalismos que retrasan 

los trámites, para así lograr obtener un procedimiento más ágil, eficaz y sencillo, en los cuales la 

jueza o juez agilite la resolución de los litigios  

Etimológicamente el término “celeridad” proviene de “la expresión latina celeritas 

que significa velocidad, prontitud, agilidad” confiere a esta palabra el significado 

de “Velocidad. Prontitud, rapidez. El vocablo se valora como cualidad siempre que 

configure diligente actividad”. De tal forma que se entiende por celeridad la 

agilidad, la prontitud en la realización de todo acto o actividad (Castillo, Vásquez 

Chávez, & Durán Ocampo, 2019) 

El debido proceso precisamente se da gracias para la existencia de una correcta justicia 

cabe mencionar que cuando hablamos de la agilidad en el debido proceso, dichos procesos no 

pueden y no debe ampliar innecesariamente los procesos judiciales; ya que es necesario que los 
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órganos y funcionarios judiciales deben agilitar los procesos en el más breve plazo, así como lo 

reconocido constitucionalmente. 

La celeridad procesal como "la prontitud de la justicia a través de la rapidez y velocidad 

del proceso; éste último concebido como un sistema de garantías”. Se caracteriza por: estar 

presente en forma diseminada a lo largo del proceso, por medio de normas impeditivas y 

sancionadoras a la dilación innecesaria; y por lograr a través de mecanismos el avance del 

proceso con prescindencia de la actividad de las partes (Castillo, Vásquez Cháve, & Durán 

Ocampo, El principio de celeridad , 2019) 

Esta definición de celeridad procesal y otras instituciones sistema judicial es necesario que 

los procesos sean inaplazables debido a la incorporación innecesaria de plazos de los ya 

establecidos en la constitución y demás normas jurídicas, ampliación que debe ser castigada, 

otorgar a la autoridad competente la potestad de sancionar todo tipo de acto que tienda a retrasar 

injustificado del debido proceso penales. 

Este principio es entendido  como “una aspiración, siempre vigente, que busca la 

restitución del bien jurídico tutelado, objeto de la transgresión, en el menor tiempo 

posible, y muy particularmente en relación a la obligación que tienen los órganos 

jurisdiccionales de aplicar este principio con eficacia, para garantizar al justiciable, 

el derecho a ser oído, con las debidas garantías en un plazo razonable, a obtener con 

prontitud la decisión correspondiente, y como consecuencia de ello la tutela efectiva 

conforme a las estipulaciones constitucionales y legales que recogen el principio“. 

(Castillo, Vásquez Chávez, & Durán Ocampo1, 2019) 

El principio de celeridad se desprende la  tutela efectiva de los jueces y tribunales al 

resguardar a todas los ciudadanos que posean el ejercicio de sus derechos y garantías  de las partes, 

sin que en ningún caso pueda originar indefensión; tienen derecho al juez ordinario  es el encargado  

por la Ley, a la protección y auxilio dela víctima y el procesado , a ser informados con eficacia de  

la acusación formulada en contra del encausado, a utilizar los medios de prueba pertinentes , 

conducentes para su defensa del procesado y a un proceso público con todas las garantías como 

establece la constitución , sin demoras  indebidas. 



32 

 

 

 

Es un principio constitucional que promete un servicio de justicia rápido sin retrasos, en 

los trámites que evite dilaciones, permita obtener una rápida resolución de conflictos.  

En tal sentido el Autor Pablo Sánchez Velarde, expresa que “la celeridad procesal 

aparece como un principio dirigido a la actividad procesal, sea del órgano 

jurisdiccional como del órgano fiscal, a fin de que las diligencias judiciales se 

realicen con la prontitud debida, dejando de lado cualquier posibilidad que implique 

demora en el desarrollo y continuidad del procedimiento. Desde la perspectiva del 

justiciable o de las partes en general, puede invocarse el mismo principio aun 

cuando es posible su exigencia a título de derecho, del derecho a un proceso sin 

dilaciones indebidas. En conclusión, la celeridad procesal resulta indispensable para 

la consecución del ideal de la tutela jurisdiccional efectiva”. (Andrade, 2014) 

Dicho principio de celeridad es una norma constitucional que debe ser aplicada por los 

órganos jurisdiccionales, a fin de que todas las diligencias que deben evacuarse en una contienda 

judicial sean rápida y eficaz 

Celeridad ya se ha mencionado en diferentes oportunidades la trascendencia que 

tiene la celeridad para evitar la corrupción y los efectos negativos de la demora en 

los procesos. De modo que la desesperación, la incertidumbre y la espera de un 

resultado conducen a la idea de que hay que sobornar al juez. La administración de 

justicia debe ser pronta y cumplida. Los términos procesales serán perentorios y de 

estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación 

constituye causal de mala conducta y un riesgo de corrupción, cuya medida es el 

cumplimiento de los plazos o términos. (Castillo, Vásquez Chávez, & Durán 

Ocampo1, 2019) 

Este principio procesal que se encuentra consagrado en la Constitución en el art. 75. Que 

manifiesta (…) “toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 

imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y 

celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales 

será sancionado por la ley”. (Asamblea Nacional, 2008)   
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Art. 169.- El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas 

procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 

inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido 

proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades. (Asamblea 

Nacional, 2008) 

En la presente investigación, el principio de celeridad no se toma en consideración por 

parte de los funcionarios judiciales debido a la etapa preprocesal.  

2.2.7 Principio de obligatoriedad administración de justicia. 

Los jueces son imprescindibles para solucionar conflictos bajo el principio de la celeridad  

este principio está estrechamente relacionados a la tutela judicial efectiva y al derecho de la 

persona de asistir a los órganos jurisdiccionales  para resolver una controversia,  para  obtener un 

sentencia pronto fundado en relación a los hechos suscitados, cuando los jueces con escusas de 

haber encontrar un vacío normativo no resuelven o demoran los procesos por falta de norma 

jurídica que tipifique los hecho sometido a su conocimiento están relacionado a  actos corrupción. 

El retardo o demora injustificada de un asunto judicial es uno de los riesgos más relevantes de 

corrupción.  

Este principio resulta de vital importancia porque determina que los jueces no 

pueden suspender, retardar ni denegar la administración de la justicia, sin incurrir 

en responsabilidad. En los casos de falta, oscuridad, ambigüedad o insuficiencia de 

la ley, resolverán de acuerdo con las reglas establecidas en la Constitución, los 

tratados internacionales, los códigos y otras leyes, los decretos-leyes, decretos, y 

reglamentos, con un orden de prelación. El juez puede y debe acudir incluso a la 

costumbre, a los principios generales del derecho, o a realizar un proceso de 

integración de todo el orden jurídico para resolver, pero nunca abstenerse. La 

obligación de resolver es un principio ineludible de una justicia pronta y cumplida. 

(Águila, Castellanos Fuentes, & Faggioli, 2018, pág. 78) 

A si como le establece el art.28 del Código Orgánico de la función Judicial (…) Las juezas 

y jueces, en el ejercicio de sus funciones, se limitarán a juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado, 

con arreglo a la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes de 
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la República. No podrán excusarse de ejercer su autoridad o de fallar en los asuntos de su 

competencia por falta de norma u oscuridad de las mismas, y deberán hacerlo con arreglo al 

ordenamiento jurídico, de acuerdo a la materia. Los principios generales del derecho, así como la 

doctrina y la jurisprudencia, servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación 

del ordenamiento legal, así como también para suplir la ausencia o insuficiencia de las 

disposiciones que regulan una materia. (Asamblea Nacional del Ecuador, 2009) 
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PREGUNTAS DE INVESTIGACION. 

1.- ¿Se analizó argumentadamente, la institución jurídica de la prescripción del delito de 

Violencia psicológica? 

Los delitos de violencia psicológica, no son imprescriptibles, según lo establecía el Código 

Orgánico Integral penal vigente desde el 10 de agosto del 2014, puesto que la infracción se perpetró 

en el año 2015, es decir cuando estuvo vigente el COIP (no reformado), por consiguiente, se 

aplicará la ley que regía en esta fecha.  

Cabe mencionar que el registro oficial suplemento No.180 del 14 de febrero de 2018 se 

reforma algunos artículos del COIP entre ellos el art. 16 ámbito temporal de la aplicación de la ley 

numeral 4, y menciona que son imprescriptibles los siguientes delitos: 

Numeral 4.  Infracciones de agresión a un estado, genocidio, lesa humanidad, crímenes de 

guerra, desaparición forzada de personas, peculado, cohecho, concusión, enriquecimiento 

ilícito, las acciones legales por daños ambientales; y, los delitos contra la integridad 

sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas y adolescentes, son 

imprescriptibles tanto en la acción como en la pena y tiene relación al Código Integral 

Penal no reformado.  

.2 ¿Cuáles fueron los errores cometidos por parte de los operadores de justicia en la causa 

No 02332-2017-00421? 

Fase preprocesal  

La fiscalía recepta el informe psicológico después de un año de haber sido realizado dicho 

informe.  

Etapa procesal 

• Instrucción.  inicia el proceso penal en fecha 27 de mayo del 2017. 

• Audiencia evolución y preparatoria de juicio lleva a cabo 31 de agosto del 2017  

•  Se dicta auto llamamiento a juicio con fecha de 29 septiembre del 2017 

• Se Señala fecha para audiencia el día 26 de marzo del 2020 en el proceso consta 11 

convocatorias para audiencia de juzgamiento, que no se llevaron a cabo. 
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•  Finalmente, la audiencia de Juicio se cumple con fecha 09 de marzo del 2022 

3.- ¿Por qué el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar no tomó en cuenta de la 

prescripción de la causa No? 02332-2017-00421? 

El Tribunal de Garantías Penales, inobservo los plazos y leyes que norman la tramitación 

y conclusión de un proceso, tanto en la fase de investigación, como en la etapa procesal la 

prescripción de la causa ocurre por las contantes demoras procesales en primera instancia, al 

momento de convocar a la audiencia de juzgamiento. Y aun con esos antecedentes el tribunal dicta 

sentencia al señor Tony Joselito Gracia. 

4.- ¿La falta de agilidad de los funcionaros judiciales vulneró la seguridad jurídica, tutela 

judicial efectiva y debido proceso? 

Se transgrede el derecho a la tutela judicial efectiva a causa de que los operadores justicia 

no garantizaron un proceso eficaz ni eficiente y no respetaron los derechos de las partes procesales, 

consecuentemente se vulnera la seguridad jurídica por que los jueces, fiscales y demás servidores 

judiciales no cumplen con los plazos que determina la ley, por lo tanto, en el proceso no se cumple 

lo que determina la constitución sobre el debido proceso.   

5.- ¿Se aplicó dentro de la presente causa el principio de celeridad por parte de la fiscalía 

General del Estado y funcionarios judiciales?  

No, se violenta el principio de celeridad por parte de fiscalía, juez y funcionarios judiciales 

por las contestes demoras procesales por consiguiente prescribe la acción penal por el trascurso de 

más de 5 años y cumple con la regla del art 17 N. 4 COIP. 

6.- ¿Existió violación del principio de responsabilidad en la causa No? 02332-2017-00421. 

Si, en el proceso los servidores del sistema judicial inobservan violan he incumplen con las 

disposiciones legales atribuciones y derechos que compete a los servidores de la función judicial 

en razón de sus funciones. 
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CAPÍTULO III 

 

3.  DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO REALIZADO. 

Metodología.   

En el presente trabajo investigativo se utilizaron los siguientes métodos técnicas y 

estrategias.  

Métodos: 

Descriptiva. - Nos permite examinar, narrar, instruirse de la realidad presente en cuanto a 

los hechos controvertidos. 

Para Tamayo y Tamayo (2006), la investigación descriptiva establece el registro, estudio e 

interpretación de la naturaleza actual y la composición de los fenómenos investigados; la 

investigación descriptiva trabaja sobre las realidades de hecho, caracterizándose primordialmente 

por presentarnos una interpretación correcta. 

Bibliográfica. - Esta investigación científica facilita la recopilación de datos, extrayendo 

de diferentes fuentes como son: libros, revistas científicas, artículos científicos, enciclopedias, 

doctrinas, jurisprudencias, sentencias etc. 

Según (Avalan, 2018) la investigación bibliográfica “consiste en la revisión de material 

bibliográfico existente con respecto al tema a estudiar”.   

Analítica. - Este método de investigación permite apartar el problema de estudio a 

profundidad todas sus características antes de llegar a conclusiones. 

James McMillan (2005), plantea que es la división de un todo, descomponiendo el 

problema en partes para observar sus causas, naturaleza y sus efectos, permite conocer más del 

objeto de estudio, con lo cual se puede comprender su comportamiento y establecer nuevas teorías. 
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3.2 Confrontación de resultados teóricos con el caso de estudio. 

1.- ¿Se analizó argumentadamente, la institución jurídica de la prescripción del delito de 

Violencia psicológica? 

EL delito de violencia psicológica se encuentra vigente con la promulgación del Código 

Orgánico Integral Penal el 10 de agosto del 2014, por otra parte, el COIP determinaba tipo de daño 

de causa a la víctima de modo que se establecía si el daño era leve, moderado y grabe.  

En la causa No 02332-2017-00421 por el delito de violencia psicológica que se suscita el 

03 de diciembre del 2015, a la señora Rebeca Patricia Arboleda, se determinó a través de una 

evolución psicológica que presenta una afectación psicológica leve y concuerda con el Numeral 1 

del art 157 del COIP (no reformado) esta norma menciona que si la afectación provoca daño leve 

será sancionada con pena privativa de libertad de treinta a sesenta días,  

En el COIP del 10 de agosto del 2014, establecía que los delitos de violencia psicológica 

contra la mujer y miembros del núcleo familiar, no son imprescriptibles de acuerdo al Art 16 del 

mismo cuerpo normativo, es necesario resaltar que los delitos imprescriptibles tanto de acción y 

de pena son: agresiones al estado, genocidio, lesa humanidad, desaparición forzada de personas, 

crímenes de guerra, peculado cohecho, concusión, enriquecimiento ilícito y acciones legales por 

daños ambientales. 

A partir del 14 de febrero del 2018, rige en el Ecuador un nuevo ordenamiento jurídico, 

respecto a la imprescriptibilidad de ciertos delitos de acción y de pena art 16 temporalidad de la 

pena artículo reformado según: registro oficial suplemento N° 180 del 14 de febrero de 2018  

(…) los delitos contra la integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas 

y adolescentes, son imprescriptibles tanto en la acción como en la pena. (Asamblea 

Nacional del Ecuador, 2014) 

En relación al tiempo de los hechos controvertidos dentro del proceso, se establece que los 

mismos fueron posteriores a la promulgación en la reformado del COIP publicado en el registro 

oficial 180 14 de febrero de 2018, por lo tanto  la infracciona se perpetro en el año 2015 cuando 
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estuvo vigente de COIP no reformado es decir que se aplicara la ley vigente de esa fecha por 

consiguiente el delito de violencia psicológica que  prescribe  por el transcurso del tiempo, de la 

acción penal , bajo el supuesto contenido del numeral 4 artículo 417 del COIP ya que, desde la 

formulación de cargos, hasta la presente fecha, han transcurrido más de cinco años ininterrumpidos 

y no se ha iniciado un nuevo proceso penal en contra de la persona procesada, por tanto, se cumple 

con la regla del artículo 417.4 del COIP 

.2 ¿Cuáles fueron los errores cometidos por parte de los operadores de justicia en la causa 

No 02332-2017-00421? 

En la etapa pre procesal la fiscalía recepta el informe psicológico después de un año.  

Etapa procesal, el Auto llamamiento a juicio con fecha de septiembre del 2017 se convoca 

con el tribunal de Garantías Penales para Audiencia de Juzgamiento en las siguientes fechas:  

26 de marzo del 2020 no puede ser sustentada por razón de la emergencia Sanitaria ,10 de 

septiembre del 2020 el juez ponente Luis Ganan   

18 de noviembre del 2020 problemas de conexión  

17 de diciembre del 2020 Es diferida por vacaciones de Juez Luis Alfonso de la Cruz  

23 de febrero del 2021 se vuelve a diferida la fecha para la audiencia de juzgamiento. 

02 de marzo del 2021 no habría comparecido a la reinstalación. 

29 de abril del 2021 nueva fecha de estalación de audiencia  

14 de mayo del 2021 problemas de conexión  

22 de junio del 2021 no comparecido el procesado ni su defensa  

25 de octubre 2021 no se sustenta la audiencia por ausencia del fiscal 

31 de enero del 2022 nueva fecha para la audiencia  

23de febrero del 2022 no se sustenta la audiencia  

Finalmente, la audiencia se lleva a cabo en fecha 09 de marzo del 2022. 
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3.- ¿Por qué el tribunal de Garantías Penales de Bolívar no tomo en cuenta de la 

prescripción de la causa No? 02332-2017-00421? 

Los jueces, los fiscales y demás funcionarios y con mayor responsabilidad el Tribunal de 

Garantías Penales, debido a la inobservo de la leyes y plazos que norman la tramitación hasta la 

conclusión de un proceso. 

violenta en primer lugar el principio de celeridad, tanto en la fase de investigación, puesto 

que solicita que realice el respectivo informe psicológico en fecha 3 de diciembre del 2015, la 

evolución es ejecutada 04 de diciembre del 2015 por el psicólogo Clínico Maurico Guachilema, el 

informe es presentado 27 de diciembre del 2016 un año después de haberlo solicitado. 

 En la etapa procesal la prescripción de la causa ocurre por las constantes demoras 

procesales en primera instancia, al momento de convocar once veces a audiencias de juzgamiento 

cuyos justificativos por parte de jueces y fiscales y demás miembros de la función judicial fueron  

que por razón de la emergencia sanitaria, vacaciones, no presentarse la defensa del procesado ni el 

procesado entre otros justificativos que hacen que la audiencia de juzgamiento se resuelva después 

de dos años de haberse convocado y aun con esos antecedentes el tribunal dicta sentencia al señor 

Tony Joselito Gracia. vulnerando no solo el debido proceso, la tutela judicial efectiva y la 

seguridad jurídica normas y tratados internacionales como convención interamericana para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer “convención de belem do para” 

4.- ¿La falta de agilidad de los funcionaros judiciales vulneró a la seguridad jurídica, tutela 

judicial efectiva y debido proceso? 

En la presente causa se transgrede el derecho a la tutela judicial efectiva por cuanto no 

cumple con lo establece el art 75 de la Carta Magna, el cual refiere que toda persona tiene derecho 

a la tutela judicial efectiva que incluirá el respecto al principio de celeridad, en concordancia con 

el art 20 del Código Orgánico de la Función Judicial  en relación que es violentado  este principio 

durante el desarrollo del procesos por parte de los operadores justicia no garantizaron un proceso 

eficaz ni eficiente limitando este derecho por las trabajas que se observa principalmente al 

momento de convocar a audiencia de juzgamiento quebrantando derechos constitucionales.  
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consecuentemente se vulnera la seguridad jurídica porque, no se respeta a la carta magna 

ni las normas jurídicas por que los jueces, fiscales y demás servidores judiciales no cumplen los 

plazos que determina la ley, por lo tanto, no da cumplimiento a lo que determina  art 76 numeral 

1, de la constitución sobre el debido proceso así como lo manifiesta “ que corresponde a todo 

autoridad administrativa o judicial el cumplimento de la norma y los derechos de las partes” 

(Asamblea Nacional, 2008). 

Finalmente, en el presente caso no solo se vulnera los derechos de las partes procesales y 

se irrespeta la Constitución, leyes e incluso Tratados Internacionales, se determina a su vez la gran 

negligencia y desconocimiento de la ley, por parte de los funcionarios judiciales, jueces Fiscales 

que llevaron a cabo el proceso.  

5.- ¿Se aplicó dentro de la presente causa el principio de celeridad por parte de la fiscalía 

General del Estado y funcionarios judiciales?  

¿Dentro de la causa No? 02332-2017-00421 no se aplicó el principio de celeridad, por parte 

de fiscalía al momento en la fase de investigación al solicitar la diligencia de la valoración 

psicología la misma es presentada un año después de haber sido sólida.  

Además, en la etapa procesal el tribunal de Garantías Penal convoca once veces a audiencia 

de juzgamiento y se lleva a cabo 5 años después de haberse dictado el auto llamamiento a juicio, 

vulnerando el principio de celeridad puesto que el art 20 del Código de la Función judicial 

manifieste que la administración de justicia será rápida y oportuna, tanto en la tramitación y 

resolución de la causa, las juezas y jueces están obligados a proseguir el trámite dentro de los 

términos legales.  

Es importante destacar el inciso segundo del mismo artículo que manifestó lo siguiente El 

retardo injustificado en la administración de justicia, imputable a las juezas, jueces y demás 

servidoras y servidores de la Función Judicial y auxiliares de la justicia, será sancionado 

de conformidad con la ley (Asamblea Nacional del Ecuador, 2009) 
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6.- ¿Existió violación del principio de responsabilidad en la causa No? 02332-2017-00421. 

En el presente estudio se puede observar que los operadores de justica de la provincia de 

Bolívar no garantizan el debido proceso que está consagrado en la Constitución de la República 

del Ecuador dejando en indefensión a las partes procesales, es menester recalcar que el sistema 

judicial de la provincia es negligente ineficaz e ineficiente.  

Cabe mencionar lo que determina el Art 15 inciso tercero del Código Orgánico de la 

Función Judicial menciona lo siguiente;  

Todas las servidoras y servidores de la Función Judicial, cualquiera sea su denominación, 

función, labor o grado, así como los otros operadores de justicia, aplicarán el principio de la debida 

diligencia en los procesos a su cargo. Serán administrativa, civil y penalmente responsables por 

sus acciones u omisiones en el desempeño de sus funciones, según los casos prescritos en la 

Constitución, las leyes y los reglamentos. (Asamblea Nacional del Ecuador, 2009) 

¿Los servidores Judiciales, jueces fiscales que tomaron conocimiento del proceso deben 

ser sancionado he incluso destituidos de sus cargos por la omisión que hicieron a la ley durante el 

desarrollo de la causa No? 02332-2017-004. 
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CONCLUSIONES 

 

¿Una vez analizado la causa No? 02332-2017-004 objeto de estudio pude concluir que:  

 

• La doctrina y la jurisprudencia establece que el principio de celeridad, garantiza 

que todos los procesos penales se desarrollen sin demoras, con agilidad y rapidez, 

donde se cumplan los plazos ya dispuestos en la norma, evitando la práctica de 

actos innecesarios que prolonguen y retarden el debido proceso, frenando la 

trasgresión del bien jurídico tutelado, el principio de celeridad, está relacionado con 

la obligación que tienen el órganos jurisdiccional de  asegurando al justiciable que 

el proceso se desenvuelva con normalidad dentro del tiempo requerido a fin de que 

todas las diligencia que deban evacuarse en las  contiendas judiciales  sean rápidas, 

ágiles y eficientes  velando los intereses de las partes procesales.   

 

• Existió la vulneración de los principios de responsabilidad, celeridad y 

obligatoriedad de administrar justicia, durante todo el desarrollo del proceso tanto 

en la fase de investigación como en la etapa procesal por las múltiples demoras 

sobre todo al momento de realizarse la audiencia de juzgamiento. 

 

• La impunidad de los delitos de violencia intrafamiliar, se enmarca por la ineficiente 

gestión de los responsables de velar por el cumplimiento de la normativa, quedando 

sin sancionar estas infracciones, es pertinente recomendar al sistema de justicia, 

que los delitos de violencia intrafamiliar dependen de la eficacia, rapidez, celeridad 

los servidores judiciales siempre y cuando no vulneren el correcto desarrollo del 

proceso penal y el sistema judicial es encargado de sancionar las responsabilidades 

administrativas  a los operadores de justicias que omiten la ley.  

 

• Los delititos de violencia psicológica entran en vigencia con la promulgación del 

Código Orgánico Integral Penal del 2014, y se determinó que el delito de violencia 
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psicológica no prescriben en el 2018 con reforma COIP, Registro Oficial 

Suplemento N° 180 del 14 de febrero de 2018 en el que menciona la 

imprescribilidad de ciertos delitos como daños ambientales; y, los delitos contra la 

integridad sexual y reproductiva cuyas víctimas sean niños, niñas y adolescentes, 

son imprescriptibles tanto en la acción como en la pena.  
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JUSTICIA                         

  

En el Juicio No. 02332201700421, hay lo siguiente:  

Quito, jueves 30 de junio del 2022, las 11h18, Vistos.   En lo principal, continuando con la 

sustanciación de la causa penal in examine, en función de los principios de legalidad, seguridad 

jurídica, tutela judicial efectiva, y, en ejercicio de las facultades constitucionales, jurisdiccionales, 

procesales y legales que le otorga el ordenamiento jurídico, el infrascrito Tribunal motiva la 

presente resolución, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 130.4 del Código Orgánico de 
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la Función Judicial, así como el artículo 76.7.l) de la Constitución de la República del Ecuador; y, 

las reglas del procedimiento penal (para efectos de la presente resolución: COIP), aplicable al caso 

sub judicie, al tenor de las siguientes consideraciones: 

PRIMERO: 

ANTECEDENTES. 

1.1. En el proceso penal signado con el Nro. 2332-2017-00421, que se sigue en contra de 

Tonny Joselito Villagomez García, por el delito de violencia psicológica contra la mujer o 

miembros del núcleo familiar, tipificado en el artículo 157 numeral 1 del COIP, existen las 

siguientes constancias procesales: 

1.1.1.  Luego de la petición fiscal, se señala para el día 22 de mayo del 2017, a fin de que 

se lleve a cabo la AUDIENCIA DE FORMULACIÓN DE CARGOS, en contra de Tonny Joselito 

Villagomez García, por el delito de violencia psicológica contra la mujer o miembros del núcleo 

familiar, tipificado en el artículo 157 numeral 1 del COIP. 

1.1.2.  Conforme obra de autos, se convocó para el día 25 DE SEPTIEMBRE DE 2017, A 

LAS 14h00, a fin de que tenga lugar la AUDIENCIA DE EVALUACIÓN Y PREPARATORIA 

DE JUICIO, 

dictándose auto de llamamiento a juicio en contra del procesado antes nombrado por ser el 

presunto autor del delito de violencia psicológica contra la mujer o miembros del núcleo familiar, 

conducta tipificada en el Art. 157.1 del COIP (antes de las reformas R.O. 175S, 05 II 2018.) 

1.1.3. El viernes 13 de octubre del 2017 a las 16H05 por sorteo la competencia para conocer 

la causa en Juzgamiento recae en el Tribunal De Garantías Penales de Bolívar, integrado por los 



110 

 

 

 

Jueces: Luis Eduardo Ganan Paucar (ponente); Vladimir Alexander Salazar Betancourt; y, Edison 

Vicente Albán Monar. 

1.1.4.  El Tribunal señala AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO, para el día 26 de marzo del 

2020 a las 

14H30 (fj 18), en la que se decidirá la situación jurídica del procesado. Llama la atención 

a este Tribunal, el transcurso del tiempo para convocar a la audiencia antes referida. 

1.1.5. Según razón actuarial de fecha 25 de mayo del 2020, se indica que la audiencia de 

juzgamiento que estuvo convocada para el día 26 de marzo del 2020, no pudo ser sustanciada en 

razón de la emergencia sanitaria que vivía el país, y en base a las directrices administrativas 

expedidas por el Consejo de la Judicatura.(fj. 29). 

1.1.6. A fojas 31 se vuelve a convocar para la sustanciación de la audiencia de Juzgamiento, 

la misma que se llevaría a cabo en fecha 10 de septiembre del 2020 a las 08H30. 

1.1.7. Según razón actuarial, la audiencia de juzgamiento, nuevamente no se instala, por 

disposición del Juzgador ponente Dr. Luis Ganán; y en providencia de fojas 54, nuevamente se 

convoca a audiencia para el día 18 de noviembre del 2020 a las 14H15. 

1.1.8.  A fojas 75 consta la razón actuarial que da fe, de la suspensión de la audiencia de 

Juzgamiento instalada el 18 de noviembre del 2020; ello por problemas de conexión; por lo que 

en providencia de fecha, 26 de noviembre del 2020, se fija día y hora para la reinstalación de la 

audiencia de juzgamiento, quedando convocados los sujetos procesales para el día, 17 de diciembre 

del 2020 a las 14H30. 
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1.1.9.- Conforme la razón que obra de fojas 82, la reinstalación a la audiencia de 

juzgamiento es diferida para el día 23 de febrero del 2021 a las 08H30; ello, obedecería a la licencia 

vacacional del Juez Luis Alfonso de la Cruz. 

  

1.1.10.- Mediante providencia que obra de fojas 87, por licencia de la Ab. Ana Calle 

Romero, y el agendamiento de audiencias que manifiesta tener el Juzgador ponente; se vuelve a 

diferir la reinstalación de la audiencia de Juzgamiento, para el día martes 2 de marzo del 2021 a 

las 11H00. 

  

1.1.11.- El día 2 de marzo, la audiencia no se reinstala de conformidad con lo expuesto a 

fojas 101; ya que no habría comparecido a la reinstalación la Fiscal actuante al momento de la 

instalación; Dra. Gladys Tutasi Rea; ello, por una situación de salud; por lo que mediante 

providencia obrante a fojas 112; se vuelve a convocar para la reinstalación de la audiencia 

suspendida; la misma que ahora tendría lugar en fecha 29 de abril del 2021 a las 08H30. 

  

1.1.12.- Mediante providencia de fojas 125; se vuelve a fijar nueva fecha para la 

reinstalación de la audiencia, quedando la misma para el día, 14 de mayo del 2021 a las 11H40; 

fecha en la cual tampoco se reinstala la audiencia por problemas de conexión con fiscalía; fijándose 

nuevamente la fecha de reinstalación para el día, 22 de julio del 2021 a las 08H30; en esta fecha 

la audiencia tampoco es reinstalada conforme obra de fojas 163; ya que no habría comparecido el 

procesado ni su defensa técnica. 
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1.1.13.- De fojas 196 de los autos, se vuelve a convocar a la reinstalación de la audiencia 

la misma que ahora tendría lugar en fecha 25 de octubre del 2021 a las 08H30; fecha en la que, de 

conformidad a razón sentada en fojas 213 y 214; tampoco es sustanciada la audiencia por ausencia 

del Fiscal que debió intervenir; por lo que de fojas 219 se fija como fecha para la reinstalación de 

la audiencia el día 23 de febrero del 2022 a las 08H30; fecha en la cual, se reinstala la audiencia y 

se resuelve la misma. 

  

1.1.14.- El Tribunal declara al procesado responsable del delito de Violencia Psicológica 

contra la Mujer o miembros del núcleo familiar y se le impone una pena privativa de libertad de 

30 días de prisión y multa de un salario básico unificado del trabajador en general; como reparación 

integral se fija como monto indemnizatorio el valor de doscientos dólares para la víctima. 

  

1.1.15.- El procesado Tonny Villagómez, interpone recurso de apelación sobre la sentencia 

del Aquo; y el Tribunal de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar, conformado por los Jueces; 

Nelly Núñez Núñez (ponente); Nancy Guerrero Rendón y Hernán Cherres Andagoya; resuelven 

en fecha 19 de abril del 2022 a las 11H46 minutos; ratificar íntegramente la sentencia subida en 

grado. 

  

1.1.16.- El procesado Tonny Villagómez, interpone recurso de casación sobre la sentencia 

expedida por la Sala de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar; ingresando el proceso en fecha 

6 de mayo a esta Alta Corte. Se realiza el sorteo para conocer el Tribunal que sustanciará la causa 

en fecha 10 de mayo del 2022, quedando integrado el Tribunal por el Infrascrito Juez Felipe 

Córdova en calidad de Ponente; Byron Guillen Zambrano y Marco Rodríguez Ruiz; empero 
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conforme consta de sumilla, se recepta la causa en fecha 16 de mayo del 2022 a las 16H40; 

presentando una petición el casacionista en fecha 24 de mayo del 2022 a las 13H02 minutos; e 

insiste en la petición por reiteradas ocasiones. 

  

1.1.17.- Una vez puesto en conocimiento al Tribunal actual, para el conocimiento y 

resolución del caso in examine, corresponde resolver en derecho. 

SEGUNDO: 

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. 

2.1. La Corte Nacional de Justicia ejerce la jurisdicción ordinaria en todo el territorio 

nacional, mediante sus diferentes Salas Especializadas en concordancia con los artículos 172 y 

178 del Código Orgánico de la Función Judicial. 

La Sala de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, Tránsito, Corrupción y Crimen 

Organizado de la Corte Nacional de Justicia, es competente para conocer los diferentes recursos 

interpuestos; en este caso el recurso de casación de conformidad con el mandato constitucional 

artículo 184.1 congruente con los artículos 184 y 186.1 del Código Orgánico de la Función 

Judicial. 

Tanto los ciudadanos ecuatorianos como los extranjeros están sometidos a la jurisdicción 

penal de la República del Ecuador, cuando cometen delitos dentro del territorio del Estado 

ecuatoriano, en consecuencia, por haberse materializado la infracción en territorio ecuatoriano, el 

procesado se encuentra bajo la jurisdicción penal del Ecuador, según lo prescrito en los artículos 

398 y más pertinentes del Código Orgánico Integral Penal; en aplicación de los principios 
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establecidos en los artículos 75, 167 y 424 de la Constitución de la República del Ecuador; y, las 

garantías normativas antes consignadas. 

2.2. El Pleno del Consejo de la Judicatura mediante resolución 008-2021 de 28 de enero 

del 2021, resolvió declarar concluido el concurso de oposición y méritos, impugnación, y control 

social para la selección y designación de las y los Jueces y Conjueces para la renovación de la 

Corte Nacional de Justicia quienes han sido nombrados y posesionados. El Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia por medio de la resolución N° 02-2021, resuelve integrar las Salas 

Especializadas para el conocimiento de las causas ingresadas, y con la resolución N° 04-2021, 

resuelve dictar el Instructivo para la distribución de causas en caso de renovación parcial de los 

miembros de la Corte Nacional de Justicia. 2.3.  El presente Tribunal de casación que conoce la 

causa se encuentra integrado por los señores 

Jueces Nacionales: Dr. Felipe Córdova Ochoa (Ponente, en virtud de lo señalado en el 

artículo 141 del Código Orgánico de la Función Judicial), Ab. Byron Guillen Zambrano, y Dr. 

Marco Rodríguez, en virtud del acta de sorteo constate a foja 2 del expediente de casación 

TERCERO: 

CONSIDERACIONES. 

 

3.1 La Constitución de la República del Ecuador, aprobada mediante referéndum, el 28 de 

septiembre de 2008, y vigente desde el 20 de octubre del mismo año, en su artículo primero, 

declara que el Ecuador es “...un Estado constitucional de derechos y justicia...”. Esta declaración, 

lejos de configurarse en un enunciado carente de sentido, supuso la transformación del modelo 

estatal ecuatoriano, pues, permitió el cambio del paradigma constitucional, en cuanto al respeto, 
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protección y garantía de los derechos fundamentales, configurándose estos fines, en el único 

sustento de la actividad estatal, por tal motivo, la carta magna impuso al Estado el deber de respetar 

y hacer respetar los derechos humanos de los integrantes del conglomerado. 

  

3.2 Dentro del modelo garantista penal, adoptado por la República del Ecuador, el ejercicio 

del poder punitivo está limitado, pues, debe desarrollarse en un marco de estricto respeto a las 

garantías mínimas que integran el derecho al debido proceso, garantizando los derechos a la 

igualdad formal y material, la tutela judicial efectiva, imparcial y expedita, el derecho a la defensa, 

el derecho a ser juzgado por un Juez competente, el derecho a la seguridad jurídica, derecho del 

cual emerge el principio de legalidad, piedra angular del sistema garantista penal. 

  

3.3 Sobre el derecho al debido proceso, la Corte Constitucional del Ecuador, en sentencia 

No. 546-12EP/20, de 08 de julio de 2020, ha referido lo siguiente: 

  

“...El conjunto de garantías mínimas que constituyen el derecho al debido proceso son 

obligaciones (...) que están dirigidas a establecer las condiciones óptimas del debate para la 

posterior toma de decisiones públicas, que incluye los mecanismos adecuados de defensa de las 

partes, en igualdad de condiciones, en los procesos en los que se determinan sus derechos y 

obligaciones...”. 

  

3.4 En relación a este derecho fundamental, el tratadista Jorge Zavala Baquerizo ha emitido 

el siguiente concepto: 
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(…) entendemos por debido proceso el que se inicia, se desarrolla y concluye respetando 

y haciendo efectivos los presupuestos, los principios y las normas constitucionales, legales e 

internacionales aprobados previamente, así como los principios generales que informan el Derecho 

Procesal Penal, con la finalidad de alcanzar una justa administración de Justicia, provocando como 

efecto inmediato la protección integral de la seguridad jurídica del ciudadano, reconocida 

constitucionalmente como un derecho (...). 

  

3.5 El derecho al debido proceso, de conformidad con el artículo 76.3 de la Constitución, 

garantiza a los justiciables que, en caso de ser sometidos a la actividad punitiva del Estado, serán 

inexorablemente juzgados por el Juez competente. El Juez, dentro del proceso penal, se convierte 

en un verdadero garante del debido proceso, pues, está llamado a respetar y hacer respetar los 

derechos de las partes, aplicando todos aquellos preceptos que devienen en pertinentes para la justa 

resolución de la causa. Este ejercicio permite materializar en el proceso el derecho a la seguridad 

jurídica, consagrado en el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, que “...se 

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 

públicas y aplicadas por las autoridades competentes.”, sobre este derecho, la Corte Constitucional 

del Ecuador ha manifestado lo siguiente: 

  

“...Del texto constitucional se desprende que el individuo debe contar con un ordenamiento 

jurídico previsible, claro, determinado, estable y coherente que le permita tener una noción 

razonable de las reglas del juego que le serán aplicadas. Este debe ser estrictamente observado por 

los poderes públicos para brindar certeza al individuo de que su situación jurídica no será 
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modificada más que por procedimientos regulares establecidos previamente y por autoridad 

competente para evitar la arbitrariedad...”. 

3.6 El derecho a la seguridad jurídica implica la certeza y tranquilidad que deben poseer 

las personas, de que, ante una determinada circunstancia de hecho, las normas jurídicas 

previamente existentes serán aplicadas por las autoridades competentes. Sobre la seguridad 

jurídica la Corte Constitucional, ha dicho: 

“la seguridad jurídica es la garantía constitucional dada a los ciudadanos y ciudadanas por 

el Estado, de que sus derechos no serán violados, si esto ocurriera, se los protegerá. Es la 

convicción, la seguridad que tiene el ciudadano y ciudadana de que su situación jurídica no será, 

de ninguna manera cambiada más que por procedimientos establecidos previamente. Esto quiere 

decir estar seguros de algo y libre de cuidados…” 

3.7. En la causa in examine, como se puede apreciar del fallo emitido por la Sala Provincial, 

se confirma la sentencia emitida en contra de la persona procesada Tonny Joselito Villagomez 

García, condenado por el tipo penal del artículo 157 numeral 1 del COIP (normativa actualmente 

reformada). En relación al tiempo de los hechos controvertidos dentro del proceso, se establece 

que los mismos fueron posteriores a la promulgación del COIP, por tanto, por principio de 

legalidad que requiere de ley expresa (lex scripta) previa (Lex praevia), general (lex certa) y 

prohibición de toda analogía (lex stricta) aplicándose en la presente causa las reglas establecidas 

en el COIP. 

Es importante relievar, que el Tribunal de casación tiene la obligación conforme al 

principio nomofiláctico, vigilar, cuidar y guardar armonía con la ley, y en el caso de que exista 
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una transgresión o agravio que perjudique a los derechos de los intervinientes, se restaure dicha 

violación, corrigiendo el error producido. 

Se considera que la imputación realizada a la persona procesada, es la tipificada y 

sancionada en el artículo 157 numeral 1 del COIP, norma que establecía como pena en abstracto 

el tiempo máximo de treinta a sesenta días de privación de libertad. 

Por tanto, en razón de los recaudos procesales, la formulación de cargos, es realizada con 

fecha 22 de mayo del 2017, esto es que han transcurrido más de cinco años, en el ejercicio de la 

acción penal, para lo cual se considera: 

  

Art. 3 numeral 1 de la Constitución de la República reconoce que: “Son deberes 

primordiales del 

Estado: 1. Garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos 

establecidos en la 

Constitución y en los instrumentos internacionales, […]” 

Art. 6 primer inciso ibidem: “Todas las ecuatorianas y los ecuatorianos son ciudadanos y 

gozarán de los derechos establecidos en la Constitución”. 

Art. 10 primer inciso ibidem: “Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y 

colectivos son titulares y gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales.” 
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Art. 11 numeral 9 ibidem: “El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes 

principios: 9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos 

garantizados en la Constitución” 

Art. 75 ibidem: “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela 

efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 

inmediación y celeridad; […] 

Art. 169 ibidem: “El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las 

normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 

inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso.” 

El artículo 16 numeral 1 y 2 del COIP señalan: 

Ámbito temporal de aplicación.  Los sujetos del proceso penal y las o los juzgadores 

observarán las siguientes reglas: 

1. Toda infracción será juzgada y sancionada con arreglo a las leyes vigentes al momento de 

sucomisión. 

Artículo 416 COIP. - Extinción del ejercicio de la acción penal. - El ejercicio de la acción 

penal se extinguirá por: 1. Amnistía. 2. Remisión o renuncia libre y voluntaria de la víctima, 

desistimiento o transacción, en los delitos que procede el ejercicio privado de la acción. 3. Una 

vez que se cumpla de manera íntegra con los mecanismos alternativos de solución de conflictos al 

proceso penal. 4. Muerte de la persona procesada. 5. Prescripción. 

Artículo 417 COIP. - Prescripción del ejercicio de la acción. - La prescripción podrá 

declararse por la o el juzgador, de oficio o a petición de parte, de acuerdo con las siguientes reglas: 

1. Por el transcurso del tiempo y en las condiciones que se establecen en este Código. 
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2. Tanto en los delitos de ejercicio público o privado de la acción se distingue si, cometido el 

delito, seha iniciado o no el proceso. 

3. Respecto de los delitos en los que no se ha iniciado el proceso penal: 

a) El ejercicio público de la acción prescribe en el mismo tiempo del máximo de la pena de 

privaciónde libertad prevista en el tipo penal, contado desde que el delito es cometido. En ningún 

caso, el ejercicio público de la acción prescribirá en menos de cinco años. 

b) El ejercicio privado de la acción, prescribirá en el plazo de seis meses, contados desde que 

el delitoes cometido. 

c) En el caso de un delito continuado, el plazo de la prescripción se contará desde la fecha en 

que laconducta cese. 

d) En los casos de desaparición de persona, los plazos de prescripción empezarán a contarse 

desde eldía en que la persona aparezca o se cuente con los elementos necesarios para formular una 

imputación por el delito correspondiente. 

4. De haberse iniciado el proceso penal, el ejercicio público de la acción prescribirá en el 

mismotiempo del máximo de la pena de privación de libertad, prevista en el tipo penal, contado 

desde la fecha de inicio de la respectiva instrucción. En ningún caso, el ejercicio público de la 

acción prescribirá en menos de cinco años. 

5. En el ejercicio privado de la acción la prescripción se producirá transcurridos dos años a 

partir de lafecha de la citación de la querella. 

6. En el caso de contravenciones, el ejercicio de la acción prescribirá en tres meses, contados 

desdeque la infracción se comete. De haberse iniciado el proceso por una contravención, la 

prescripción operará en el plazo de un año, contados desde el inicio del procedimiento. 

  

3.8. Respecto a la prescripción de la acción penal, la doctrina establece: 

García Cavero señala:“...La prescripción penal es una causa de extinción de la acción penal 

que se fundamenta en la falta de necesidad de pena por la antigüedad del delito (criterio material), 

y, en que el transcurso del tiempo ofrece dificultades probatorias que aumenta el riesgo de un error 

judicial (criterio procesal.)” . 

Asimismo, Vaca Andrade enseña que: “...La prescripción de la acción penal es un caso de 

prescripción extintiva porque la posibilidad de que un proceso penal se inicie, si es que todavía 

esto no ha acontecido, o de que le proceso penal ya iniciado concluya, se extingue, desaparece, 
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haciendo imposible que se cumplan los objetivos de la acción penal”. Sobre esta figura, Albán 

Gómez opina que “...La prescripción opera sobre el solo paso del tiempo...”. 

Para la doctrina moderna la prescripción de la acción implica su extinción por el lapso del 

tiempo. Existen diversas posiciones respecto de cuál es el fundamento de la extinción de la acción 

penal por el paso del tiempo. 

Tradicionalmente hay dos teorías, una material y otra procesal. La primera sostiene que el 

paso del tiempo elimina los efectos perniciosos del delito respecto del cumplimiento de la ley, por 

lo que un proceso penal tardío no ayudaría a la paz social o a restablecer el orden normativo. La 

procesal, en cambio, se fundamenta en el paso del tiempo entorpece la posibilidad de desarrollar 

el proceso. Fundamentalmente, por la pérdida de pruebas que genera la lejanía temporal con el 

momento del hecho. 

La prescripción es un instituto procesal ligado al derecho a la seguridad jurídica, que 

conlleva el establecimiento de plazos legales para el juzgamiento de una conducta ilícita, fijando 

así límites al ius puniendi del Estado. De esta manera se precautela no solo el derecho a la defensa 

y la presunción de inocencia del procesado, sino una administración de justicia expedita que 

determine su situación jurídica en un plazo razonable, respetando así el valor más importante e 

inmanente del ser humano como es la libertad, a través del cual es posible el ejercicio de los demás 

derechos reconocidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos y la Constitución 

de la República del Ecuador. Con respecto a la prescripción se ha señalado: “La prescripción opera 

por el solo paso del tiempo. 

Aunque algunos tratadistas consideran inaceptable este mecanismo dado el carácter 

público del Derecho Penal, ésta es una institución universalmente aceptada, por cuanto permite 



122 

 

 

 

subsanar jurídicamente situaciones que no pueden quedar sin resolverse en forma indefinida, 

tomando en cuenta además que el tiempo transcurrido produce una disminución de los efectos 

morales del delito y de la alarma social.” (ALBÁN GÓMEZ Ernesto. Manual de Derecho Penal 

Ecuatoriano, Parte General. Ediciones Legales. Tercera Edición. Quito, 2018, pág. 295). 

La Constitución de la  República del  Ecuador de  2008 reconoce como garantías inherentes 

al sistema de administración de Justicia, el derecho a la seguridad jurídica y al debido  proceso,  

desarrollando extensamente  estos  principios rectores y sus garantías en el artículo 76.3 establece 

que ."[...] nadie podrá ser juzgado ni sancionado por  un acto u omisión que, al  momento de  

cometerse, no  esté tipificado en la ley  como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; 

ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución  o  la  ley. Solo se podrá juzgar a una 

persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada 

procedimiento [...]”, esta disposición asegura el derecho de toda persona para ser juzgada de 

acuerdo con la ley preexistente al tiempo de los hechos, vale decir, de acuerdo con la ley vigente 

al tiempo de la comisión del delito. De manera que si una ley vigente al tiempo de la comisión de 

un hecho vencido el cual opera la prescripción o renuncia obligatoria del Estado al ejercicio de su 

poder punitivo, esta garantía constitucional es de forzoso y obligatorio cumplimiento. Ni siquiera 

una ley posterior y de excepción podría limitar o violentar un derecho constitucional adquirido, 

salvo el caso de que se haya promulgado una ley posterior con efectos más favorables, principio 

que de ninguna manera se contrapone al precitado en líneas anteriores, pues éste también se 

encuentra consagrado en el artículo 76.5 de la Constitución. 

“[…]:  ...No es contradictoria con el sentido del principio de legalidad, sino, por el contrario 

una lógica consecuencia de su fundamento, donde el principio de legalidad apunta a impedir la 

arbitrariedad del Estado, su intervención abusiva sobre los derechos y las libertades del sujeto y 
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puntualiza que en el caso de la disposición más favorable, se expresa un reconocimiento de 

mayores ámbitos, luego la ley más favorable refirma el principio de legalidad […]” (Bustos, 1999). 

La Corte Constitucional del Ecuador: 

ha establecido: “ (…) la prescripción en materia penal, como en las demás ramas del 

derecho, obedece al fenómeno uniformemente reconocido de la influencia del tiempo en las 

relaciones humanas, y consiste en la cesación de la potestad represiva del estado, por el transcurso 

de un determinado especio de tiempo, en ciertas condiciones, sin que el delito haya sido perseguido 

o que la pena haya sido ejecutada. Su fundamento hay que buscarlo en la necesidad social de 

eliminar un estado de incertidumbre en las relaciones jurídico-penales entre el delincuente y el 

Estado (…) 

Tal como se ha establecido en líneas precedentes, la prescripción como institución del 

derecho asegura que los órganos de la función Judicial conozcan de antemano los plazos que tienen 

para llevar a cabo sus actuaciones, y también protege el derecho de los procesados a fin de que 

sean juzgados dentro de un plazo razonable y con sujeción al principio de seguridad jurídica.  Así 

lo han establecido los instrumentos internacionales, suscritos y ratificados por   el Ecuador, en el 

sentido que prescriben: 

Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su jurisprudencia ha 

establecido: 

El principio de "plazo razonable" al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la 

Convención Americana tiene como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo 

bajo acusación y asegurar que esta se decida prontamente". (Caso Suárez Rosero vs. República del 

Ecuador. Sentencia de 12 de noviembre de 1997 de Fondo, párr. 70) (El énfasis fuera de texto). 
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3.9. Al infrascrito Tribunal le corresponde, en estricta observancia de los derechos a la 

tutela judicial efectiva y seguridad jurídica, verificar si la norma previa, clara y pública consignada 

en el artículo 417 del COIP es aplicable en la especie. Por tal motivo, se reflexiona lo siguiente: 

1. Las personas procesadas tienen derecho a solicitar la declaratoria de prescripción de la 

acción penal, siempre que haya transcurrido el tiempo descrito en la norma prevista, y que los 

juzgadores no hayan resuelto la situación jurídica de las procesadas (no exista sentencia 

ejecutoriada). Así también podrá declararse de oficio. 

2. Para declarar la prescripción, tanto a petición de parte, así como de oficio, el Juzgador 

estará conminado a verificar si se cumple con los supuestos fácticos descritos en la norma jurídica 

pues, solo de esta manera, podrá emitir una decisión motivada, que responda a la vigencia del 

derecho a la seguridad jurídica. 

3. En razón a lo descrito, nos corresponde constatar si en la presente causa in examine, 

obedece al supuesto número 4 del artículo 417 del COIP: “De haberse iniciado el proceso penal, 

el ejercicio público de la acción prescribirá en el mismo tiempo del máximo de la pena de privación 

de libertad, prevista en el tipo penal, contado desde la fecha de inicio de la respectiva instrucción. 

En ningún caso, el ejercicio público de la acción prescribirá en menos de cinco años.” 

4. De la premisa ut supra, se puntualiza: de la revisión de los recaudos procesales, se colige 

que la causa sometida a nuestro conocimiento, es referente a un delito de acción penal pública, el 

cual se encontraba tipificado en el artículo 157 numeral 1 del COIP, cuya pena máxima es de 60 

días de privación de libertad. Que la formulación de cargos en contra de la persona procesada: 

Tonny Joselito Villagomez García, se realizó el día 22 de mayo del 2017, conforme razón 

actuarial. 

5. Por consiguiente, la declaración de prescripción por el transcurso del tiempo, de la acción 

penal en la causa sub judice, es bajo el supuesto contenido del numeral 4 artículo 417 del COIP, 

conforme obra de autos, ya que, desde la formulación de cargos, hasta la presente fecha, han 

transcurrido más de cinco años ininterrumpidos y no se ha iniciado un nuevo proceso penal en 

contra de la persona procesada, por tanto, se cumple con la regla del artículo 417.4 del COIP. 

  

CUARTO: 

DECISIÓN. 
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De conformidad con lo dispuesto en los artículos 416 numeral 5, y 417 numeral 4 del COIP, 

este Tribunal de Casación de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, 

Tránsito, Corrupción y Crimen Organizado de la Corte Nacional de Justicia, por unanimidad, de 

oficio, declara extinguida la acción penal, por haber operado la prescripción de la misma. Se 

ordena el archivo de la causa. Notifíquese por cualquier medio y a través de secretaria con el 

contenido de esta resolución a los Jueces de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar, Jueces de 

Garantías Penales y Agente Fiscal. De las constancias procesales, se desprende que la prescripción 

de la acción habría ocurrido dadas las constantes rémoras procesales en primera instancia; más aún 

al momento de convocar a la audiencia de Juzgamiento; por lo tanto, de conformidad a lo dispuesto 

en los artículos 124 y 125 del Código Orgánico de la Función Judicial, a fin de determinar si la 

conducta de los siguientes servidores, se adecúa en alguno de los supuestos del Art. 109.7 del 

COFJ, se dispone: 

En el término de cinco días de notificado el presente auto, los Jueces de la Sala 

Multicompetente de 

Bolívar que actuaron en la sustanciación de la presente causa; Nelly Marlene Núñez Núñez; 

Nancy Erenia Guerrero Rendón y Hernán Alexander Cherres Andagoya; remitan un informe 

respecto a la sustanciación y rémora procesal en la resolución. 

En el término de cinco días de notificado el presente auto, los Jueces del Tribunal de 

Garantía Penales de Bolívar que actuaron en la sustanciación de la presente causa; Luis Eduardo 

Ganan Paucar; Ana Calle Romero y Luis Alfonso de la Cruz remitan un informe respecto a la 

sustanciación y rémora procesal en la resolución.. 
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En el término de cinco días de notificado el presente auto, a los Fiscales: Dr. Manuel 

Sánchez; Dr. Darwin Mauricio Jiménez, Dr. Jorge Rea; remitan el correspondiente informe. 

En el término de cinco días de notificado el presente auto, el Juez Dr. Rodrigo Danilo 

Castro Medina que sustanció la causa hasta la etapa de evaluación y preparatoria de juicio, remitan 

el correspondiente informe. 

  

En todo lo demás estese a lo dispuesto. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLAS 

f). CORDOVA OCHOA FELIPE ESTEBAN, JUEZ NACIONAL; GUILLEN 

ZAMBRANO BYRON, JUEZ NACIONAL; DR. MARCO RODRIGUEZ RUIZ, JUEZ 

NACIONAL  

 Lo que comunico a usted para los fines de ley. 

  

  

MARTHA BEATRIZ VILLARROEL VILLEGAS 

SECRETARIA RELATORA 

 

 


